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RESUMEN 

La investigación aborda el problema del perjuicio causado por la solicitud de 

antecedentes penales en la región Puno en el año 2024. Este problema afecta 

particularmente a personas que cumplen condena en libertad, generando restricciones en 

su reincorporación; acceso al trabajo y a la educación. El objetivo principal es evaluar el 

impacto negativo de la solicitud de antecedentes penales en instituciones públicas y 

privadas de la región Puno. Se busca determinar si existen perjuicios laborales y 

académicos y promover políticas públicas que protejan los derechos de las personas 

afectadas. El estudio utiliza un método descriptivo correlacional con enfoque cualitativo, 

tipo dogmático. Se emplearon fichas de observación, análisis de convocatorias, y 

entrevistas. Los resultados muestran un alto porcentaje de perjuicio en el acceso laboral 

y académico en instituciones públicas y privadas, el 91,8 % y el 76 % de personas no 

tienen acceso laboral ni académico; en entrevistas a personas que cumplen condena en 

libertad, el 73,3 % indican no tener acceso laboral, y el 33,3 % señalan no tener acceso 

académico; En las convocatorias de empresas e instituciones privadas, el 73,3 % 

requieren certificados de antecedentes penales como requisito de acceso. Se concluye que 

en la región Puno en el año 2024, las instituciones públicas y privadas generan perjuicios 

significativos al acceso laboral y académico de personas con antecedentes penales. Esta 

práctica refuerza las limitaciones para su reinserción social, lo que subraya la necesidad 

de políticas públicas inclusivas para mitigar este problema. 

Palabras clave: Antecedentes penales, instituciones privadas, instituciones 

públicas, oportunidades laborales, perjuicio académico, perjuicio laboral. 
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ABSTRACT 

The research addresses the issue of the harm caused by the requirement for 

criminal record certificates in the Puno region in 2024. This problem particularly affects 

individuals serving sentences on probation, creating restrictions on their reintegration into 

society, access to employment, and education. The main objective is to assess the negative 

impact of requiring criminal record certificates in public and private institutions in the 

Puno region. It seeks to determine whether there are academic and labor disadvantages 

and to promote public policies that protect the rights of affected individuals. The study 

employs a descriptive-correlational method with a qualitative approach and a dogmatic 

perspective. Observation forms, analysis of job postings, and interviews were used. The 

results show a high percentage of harm in access to employment and education in public 

and private institutions: 91.8 % and 76 % of individuals do not have access to work or 

education. Among those serving sentences on probation, 73.3 % report not having access 

to employment, and 33.3 % indicate no access to education. In job postings from private 

companies and institutions, 73.3 % require criminal record certificates as a prerequisite. 

It is concluded that in the Puno region in 2024, public and private institutions significantly 

harm access to employment and education for individuals with criminal records. This 

practice reinforces the barriers to their social reintegration, highlighting the urgent need 

for inclusive public policies to mitigate this issue. 

Keywords:  Academic harm, Criminal records, job opportunities, labor harm, 

private institutions, public institutions. 
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INTRODUCCIÓN 

El presente trabajo de investigación se centró en analizar el perjuicio que genera 

la solicitud de antecedentes penales en el ámbito laboral y académico en la Región Puno 

en el año 2024. Pues se busca comprender cómo esta práctica impacta en la inserción 

laboral y acceso a la educación, explorando las consecuencias sociales y legales que se 

derivan de ella; la solicitud de antecedentes penales como requisito para el ingreso a 

centros laborales y académicos en la región Puno, se presenta como una práctica cada vez 

más común según los resultados de la presente investigación, si bien la intención de esta 

investigación es evaluar el perjuicio centros laborales públicos que a su vez esta causa se 

entiende es garantizar la seguridad y el bienestar de la comunidad, su aplicación genera 

un debate crucial sobre su impacto en la vida de las personas y la sociedad en general, la 

línea de investigación es el ámbito penal. momento de purgar condena de manera libre la 

cantidad de personas que lograron salir de los penales frente al hacinamiento que se 

evidencio en el Perú, aplicación de acuerdo al D.L. 1585, la tesis se enfocó en analizar. 

El marco teórico, la metodología de investigación es de tipo descriptivo exploratorio, la 

utilización de dos variables de acuerdo al proyecto la primera variable, antecedentes 

penales y la variable segunda perjuicios negativos, las técnicas e instrumentos de 

investigación fueron fichas de observación y tez de aplicación. Donde se analizó las 

prácticas actuales en centros laborales y académicos al momento de las convocatorias, las 

experiencias de las personas que han sido afectadas por la solicitud de antecedentes 

penales, los posibles perjuicios que causas la solicitud del mismo en delitos leves y 

algunas alternativas para garantizar la seguridad sin generar discriminación. 

En el capítulo I; observamos la revisión de la literatura respecto a la investigación 

para el caso se ha abordo la premisa de que la solicitud de antecedentes penales puede 

estigmatizar a personas que han tenido algún tipo de contacto con el sistema judicial, 

incluso si no han sido condenadas por un delito. De manera teórica plasmada en 

investigaciones a nivel internacional nacional y local. 

En el capítulo II; se abordó el planteamiento del problema a investigar la intención 

de la investigación, justificación y los objetivos planteados fueron en la investigación 

determinar el perjuicio académico y laboral que causa la solicitud de antecedentes penales 

en instituciones públicas y privadas en la región Puno, con el fin de promover políticas 

públicas que protejan los derechos de las personas y garanticen una sociedad más justa e 



 

4 

inclusiva. Lo que, ayudado a delimitar aspectos importantes y las oportunidades laborales 

y académicas. 

En el capítulo III; respecto a la metodología que hemos utilizado para la presente 

se abordó esta problemática a raíz de las limitaciones que las personas tienen al momento 

de salir de un establecimiento penitenciario, se ha revisado las convocatorias en 

instituciones públicas y privadas ámbitos laborales y académicos, así mismo se ha 

dialogado con personas que tienen antecedentes penales vigentes.   

En el capítulo IV; evidenciamos los resultados de la investigación en cuanto a las 

convocatorias en instituciones públicas y privadas y el perjuicio que causan a personas 

que tienen antecedentes penales por delitos leves en la región Puno, De acuerdo al 

resultado obtenido se entiende que las instituciones públicas laborales y académicas en 

un 97 %, solicitan No tener antecedentes penales, mientras que el 03 % no lo solicitan. 

Respecto a las instituciones privadas esta es totalmente investida siendo que el 96 % no 

solicitan el certificado de antecedentes penales en el a Región de Puno, más si existe un 

4 % que, si solicita el certificado de antecedente penales en centros laborales y centros 

académicos, en últimos capítulos encontramos las conclusiones y recomendaciones del 

trabajo de investigación. 

El último apartado corresponde a la conclusiones, recomendaciones, referencias 

bibliográficas y anexos. 
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CAPÍTULO I 

1REVISIÓN DE LITERATURA 

1.1 Marco teórico 

1.1.1 Antecedentes Penales en el Perú 

Los antecedentes penales un documento oficial el cual es emitido por la 

institución competente, donde se verifica que una persona cuenta una sentencia 

condenatoria, la cual da a conocer también el proceso que esta persona tuvo, los 

antecedentes penales pueden darse de manera firme y definitiva en los casos de 

delitos graves.  

Los antecedentes penales constituyen registros oficiales que documentan 

las sanciones o condenas aplicadas a una persona por la comisión de delitos. En 

el Perú, el marco legal establece un registro de antecedentes penales con el 

propósito de fortalecer la seguridad pública y evitar la reincidencia delictiva. 

Como señala Pérez (2019) estos registros son empleados en procesos judiciales, 

administrativos e incluso para evaluar la idoneidad de una persona en 

determinados cargos o actividades profesionales. No obstante, su existencia 

genera cuestionamientos respecto a los derechos fundamentales, especialmente 

cuando su vigencia y utilización inciden negativamente en la reintegración social 

del individuo. 

A. Características de los Antecedentes Penales 

Es importante señalar que, hasta el momento, no se ha desarrollado 

una doctrina unificada que analice de manera integral las características 

de los antecedentes penales. Sin embargo, estudios como el de Pérez 

(2017) han reconocido ciertas propiedades esenciales de esta figura 

jurídica, entre las cuales se encuentran: 

A.1 Antecedentes Personales  

Los antecedentes penales están estrechamente asociados a una 

persona en particular, lo que significa que la información que contienen se 

relaciona únicamente con los delitos imputados a un individuo específico. 
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De este modo, representan de manera exclusiva su historial penal (Pérez, 

2017). 

A.2 Antecedentes Oficiales 

La emisión de los antecedentes penales corresponde, en cada 

jurisdicción, a una entidad del Poder Judicial. En el caso de Puno, esta 

función es desempeñada por la Unidad de Antecedentes Penales de la 

Corte Superior de Justicia. La información contenida en estos documentos 

se considera auténtica y posee validez oficial como medio probatorio 

(Pérez, 2017). 

A.3 Antecedentes Registrales 

Los antecedentes penales representan un sistema de registro 

oficial, minucioso y permanentemente actualizado, gestionado por las 

autoridades competentes. Su propósito es recopilar y resguardar los datos 

relacionados con las personas condenadas, garantizando tanto la 

integridad como la accesibilidad de dicha información (Pérez, 2017). 

1.1.2 Antecedentes Penales y su Impacto en los Derechos Fundamentales 

El derecho a la rehabilitación y la reintegración social, consagrado en el 

artículo 139 de la Constitución Política del Perú, se ve afectado cuando los 

antecedentes penales se utilizan como un obstáculo para acceder a nuevas 

oportunidades de empleo. En palabras de Baca (2017), “la existencia de 

antecedentes penales en la vida de una persona no debe convertirse en un 

obstáculo insuperable para su reintegración a la sociedad, sobre todo si ha 

cumplido con las penas impuestas y demostrado su rehabilitación”. 

1.1.3 Derecho Fundamental al Trabajo 

Según el Álvarez y Muñoz (2018) señalan que existe discriminación 

laboral al restringir de hecho la posibilidad de acceder a un puesto de trabajo a 

quienes cuenten con antecedentes penales; precisa además que ello genera una 

segregación de las personas con condición de ex reos o prontuariados.  
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Al respecto También Crespi (2014) precisa que el solo hecho de requerir 

una constancia de certificados penales como requisito para contratar afecta el 

derecho al trabajo. 

1.1.4 Certificado de Antecedentes Penales 

Respecto el certificado de antecedentes penales el investigador Larrauri et 

al. (2015) de cierta manera se está de acuerdo con la doctrina norteamericana que 

considera el requerimiento de esta una discriminación racial, religiosa o de 

género, pero a cambio han tratado la discriminación que se produce con base a los 

antecedentes penales, como una discriminación perfectamente licita Es evidente 

que en los Estados Unidos, la discriminación laboral se basa en los antecedentes 

penales, tienen la facultad de despedir, no obstante que cada estado, regula sus 

leyes y consideran que una decisión no solo es racional sino perfectamente 

legítima a que las personas que han sido condenadas o detenidas son menos 

fiables, menos honestas y muy peligrosas, por el motivo que se les exige una 

certificación de los antecedentes penales. 

1.1.5 Antecedentes Penales Doctrina 

La resocialización de las personas privadas de la libertad es un principio 

esencial que está presente en las normas y principios constitucionales de 

numerosos países. Este ideal implica no solo proporcionar herramientas y 

oportunidades para la reintegración laboral durante el tiempo de privación de 

libertad, sino también garantizar un apoyo continuo durante la búsqueda de 

empleo una vez que la persona ha cumplido su pena. En este contexto, la creación 

de registros de antecedentes penales (AP) que sean de acceso restringido y con 

plazos de caducidad es una medida clave para evitar la estigmatización y 

promover la reintegración efectiva en la sociedad. Cuando los registros de AP 

trascienden el ámbito judicial y se hacen públicos o permanentes, pueden afectar 

negativamente la protección de la intimidad, la dignidad y la rehabilitación del 

individuo, perpetuando su exclusión social. Por lo tanto, las legislaciones que 

priorizan la resocialización tienden a establecer límites claros sobre la difusión y 

la duración de estos registros para asegurar que no se conviertan en una barrera 

para la plena reintegración del exdelincuente en la sociedad (Carnevale, 2015). 
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1.1.6 Principio de Igualdad ante la Ley 

La igualdad que siempre anhela los individuos en una sociedad, donde 

deben ser tratados con las mismas oportunidades ante la ley, tuvo una serie de 

incidencias de lucha ideológica, política y económica, esa lucha por la igualdad 

ante la ley, aún sigue siendo constante, pero desde el punto de vista jurídico, 

remitimos al investigador quien señala que el principio de la igualdad está 

estipulado ante la declaraciones y tratados internacionales en relación a los 

Derechos Humanos. (Nogueira, 2006) 

1.1.7 Derecho al Trabajo 

Esta considerado el Conjunto de principios, normas e instituciones que 

protegen, dignifican y tienden a reivindicar a todos los que viven de sus esfuerzos 

materiales o intelectuales para la realización de su destino histórico: socializar la 

vida humana (Inocente, 2019). El trabajo ha sido una actividad inherente al ser 

humano desde sus orígenes, ya que representa un esfuerzo constante para 

garantizar su supervivencia, cubriendo necesidades básicas como alimentarse y 

abrigarse. Esto establece el fundamento de la necesidad de trabajar. 

En el ámbito del Derecho Penal, históricamente se ha recurrido al aumento 

de penas como respuesta al fenómeno de la reincidencia delictiva. Uno de los 

registros más antiguos sobre este enfoque se encuentra en el Manava Dharma 

Sastra o Libro de la Ley de Manú.  

Carnevale (2015) destaca que, a finales del siglo XVIII, comenzó en 

Europa el movimiento codificador, influido por las ideas reformistas de la 

Ilustración y la Revolución Francesa. Aunque estas iniciativas promovieron 

avances en la consideración del delincuente, no lograron cambios sustanciales en 

el tratamiento punitivo de los reincidentes. En este contexto, en 1760 se creó en 

Francia el casier judiciaire como resultado de la Revolución Francesa, siendo la 

Policía la primera en implementar un sistema de registro de procesados y 

condenados. Posteriormente, con la proclamación del Code d'instruction 

criminelle en 1808, se instauró el registro central judicial, consolidado a nivel 

europeo gracias a la influencia del Código Napoleónico. En nuestro país, la 

ejecución de penas y medidas privativas de libertad persigue una función 
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correctiva y, además, busca mejorar la conducta del infractor, en línea con el ideal 

resocializador consagrado en las normas y principios constitucionales. Dentro de 

este enfoque, el trabajo se presenta como la herramienta más efectiva para 

alcanzar la reinserción social de las personas que han estado privadas de libertad. 

Sin embargo, en la práctica, no basta con proporcionar herramientas de 

reinserción laboral durante el tiempo de reclusión. Es igualmente crucial 

acompañar al individuo en la etapa de búsqueda de empleo tras su liberación. 

Cuando los antecedentes penales trascienden el ámbito judicial, entran en 

conflicto con derechos fundamentales como la intimidad, la dignidad y la 

rehabilitación de la persona; las legislaciones que priorizan la resocialización por 

encima del derecho a la información han establecido sistemas de registros 

confidenciales y límites temporales para la vigencia de los antecedentes penales. 

Estas medidas buscan evitar la estigmatización que produce la divulgación pública 

y prolongada de dichos registros. En este sentido, se considera esencial que el 

registro de antecedentes penales no tenga un carácter permanente para facilitar la 

efectiva reintegración social del individuo. 

En el Perú, según Pérez y Garnique (2017) existe el Registro Nacional de 

Condenas, administrado por el Registro Nacional Judicial. Su función principal 

es registrar las sentencias condenatorias emitidas por los órganos jurisdiccionales 

y emitir certificados de antecedentes penales, ya sea para uso jurisdiccional o por 

solicitud de los usuarios. Este registro se regula mediante la Resolución 

Administrativa N° 003-2012-CE-PJ, emitida el 10 de enero de 2012, y opera como 

una unidad desconcentrada de la gerencia de servicios judiciales y recaudación, 

encargada de organizar, desarrollar y mantener actualizado el registro de 

condenas. Además, su artículo 4° establece que el Registro Nacional de Condenas 

inscribe sentencias consentidas o ejecutoriadas y emite certificados de 

antecedentes penales a usuarios internos y externos. 

1.1.8 Principio de Igualdad ante la Ley en el Derecho Penal 

El principio de igualdad ante la ley frente al derecho penal, de acuerdo a 

nuestra Constitución política, la igualdad es un derecho fundamental que se 

encuentra prevista en el inc. 2 del art. 2 (Constitución Política del Perú, 1993). 
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1.1.9 Impactos Negativos que causan los Antecedentes Penales 

Son los siguientes: 

A. Discriminación laboral 

Los antecedentes penales pueden conducir a la discriminación en 

la contratación. Los empleadores pueden estar menos dispuestos a 

contratar a alguien con un historial penal, independientemente de sus 

habilidades o calificaciones. 

B. Estigmatización 

Los antecedentes penales pueden llevar a la estigmatización y a la 

discriminación, lo que puede dificultar la reintegración en la sociedad y la 

búsqueda de empleo. 

C. Restricciones legales 

En algunos casos, las leyes pueden restringir o prohibir a las 

personas con ciertos antecedentes penales trabajar en determinados 

campos o puestos. Los antecedentes penales pueden afectar la confianza 

del empleador en el empleado, lo que puede influencia laboral 

discriminación racial en todas sus formas. Declaración de los Derechos 

Humanos. 

1.1.10 Declaración Universal de Derechos Humanos 

Se considera la base de las normas internacionales de derechos humanos. 

A. Artículo 1. 

Todos los hombres son de noble cuna, iguales en poder y justicia, 

y en pensamiento y mente para ser hermanos unos de otros. 

B. Artículo 23. 

Toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección del 

trabajo, a condiciones de trabajo justas y decentes y a protección contra el 

desempleo. Según la Declaración Universal de Derechos Humanos. 
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1.1.11 Influencia de los Antecedentes Penales en la búsqueda de actividades 

Laborales y Académicas 

La influencia se entiende o se consideran reflejo del carácter de una 

persona y se presuponen comportamientos futuros. Por lo tanto, los empleadores, 

al revisar el certificado y ver una condena previa, tienden a interpretarlo como un 

posible indicio de un mal desempeño futuro.  Los empresarios pueden negarse a 

contratar o despedir a personas con antecedentes penales, y además, existen leyes 

que impiden que tales personas trabajen en ciertos sectores del público y privado, 

como policía, seguridad, hospitales, educación, cuidado infantil, barberías y 

funerarias. Así, la revisión de los antecedentes penales se convierte en un tipo de 

discriminación laboral, entendiendo esta discriminación como un trato desigual 

hacia las personas basado en factores externos a sus habilidades laborales. 

Según Torres y Carpio (2016) resalta cómo la revisión de antecedentes 

penales para acceder a un empleo puede ser una forma de discriminación directa. 

Esta práctica no solo limita las oportunidades laborales de personas que ya han 

cumplido una condena, sino que también perpetúa un ciclo de vulnerabilidad y 

pobreza. La discriminación en el acceso al trabajo impide a estos individuos 

generar ingresos estables, aumentando su riesgo de exclusión social. Además, la 

divulgación de antecedentes penales puede intensificar el estigma y la 

marginación social, afectando tanto la percepción pública como la oportunidad de 

reintegrarse plenamente en la sociedad; acceder a un puesto laboral en una entidad 

pública es no contar con antecedentes penales, judiciales o policiales. Como 

consecuencia, muchas veces estas personas, al no encontrar oportunidades 

legítimas, se ven empujadas a reincidir en actividades delictivas, es crucial 

replantear esta política y considerar mecanismos que equilibren la seguridad 

pública con el derecho a la rehabilitación y reinserción social, permitiendo que 

quienes han cumplido su condena tengan una segunda oportunidad para integrarse 

a la sociedad de manera productiva. 

1.1.12 Normas laborales que se vulneraran  

En el Perú, la solicitud de antecedentes penales para acceder a un empleo 

puede vulnerar diversas normas laborales y principios legales, especialmente si 

no se cumplen los requisitos establecidos en la legislación vigente. 
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A. El derecho al trabajo:  

La Constitución Política del Perú establece en su artículo 22 que el 

trabajo es un derecho y un deber, siendo fundamental para el bienestar 

social y la realización personal. Limitar el acceso al empleo por 

antecedentes penales contraviene este principio si no existe una relación 

directa entre los antecedentes y el puesto a desempeñar (Constitución 

Política del Perú, 1993). 

B. La Ley de Protección de Datos Personales (Ley N.° 29733) 

 Según esta norma, el tratamiento de datos personales, como los 

antecedentes penales, debe realizarse con consentimiento previo, 

informado y expreso del titular. Solicitar antecedentes sin cumplir con 

estas condiciones puede configurarse como una infracción grave (LPDP, 

artículo 18 y su Reglamento). 

C. El principio de igualdad y no discriminación 

 La Constitución y la Declaración Universal de los Derechos 

Humanos protegen a las personas contra discriminaciones por cualquier 

condición, incluyendo antecedentes penales, salvo que sea estrictamente 

necesario para el trabajo ofertado. 

D. El Reglamento Interno de Trabajo y la normativa laboral 

 Si no se justifica la necesidad de antecedentes penales para la labor 

específica, se puede considerar una barrera injustificada y discriminatoria 

al acceso al empleo. 

1.1.13 Acceso al trabajo como ser humano  

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) establece en 

su artículo 23 que todas las personas tienen el derecho a trabajar, elegir libremente 

su ocupación, disfrutar de condiciones laborales justas y satisfactorias, y estar 

protegidas contra el desempleo. Además, garantiza la igualdad de remuneración 

por el mismo trabajo, sin discriminación alguna. Asimismo, se reconoce el 

derecho a un salario que asegure condiciones de vida dignas para el trabajador y 
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su familia, complementado, si es necesario, con protección social. También se 

protege la libertad de formar y unirse a sindicatos para defender intereses laborales 

Naciones Unidas, (1948).   

En la Constitución Política del Perú (1993), el artículo 22 declara que el 

trabajo constituye tanto un derecho como un deber. Es fundamental para el 

bienestar social y un medio para la realización personal. Este artículo subraya que 

el trabajo es esencial para la subsistencia humana, ya que permite cubrir 

necesidades vitales y alcanzar metas de vida individuales y colectivas. 

A. Cancelación de los Antecedentes Penales 

De acuerdo con el Código Penal peruano, la responsabilidad penal 

y la pena se extinguen por diversas causas, entre ellas, el cumplimiento de 

la condena impuesta mediante una sentencia firme emitida por un órgano 

jurisdiccional competente. Sin embargo, pese a que la sanción ha sido 

cumplida, los registros de antecedentes penales permanecen en la Unidad 

de Antecedentes Penales, lo que genera importantes obstáculos para la 

reintegración social del individuo.  

La permanencia de los antecedentes penales en los registros no 

solo se vuelve innecesaria una vez cumplida la condena, sino que también 

vulnera los derechos fundamentales de la persona, como el acceso al 

empleo, la igualdad de oportunidades y el derecho a no ser discriminado. 

Estos registros pueden actuar como un obstáculo importante para la plena 

reinserción social y laboral, especialmente cuando la persona ya ha 

resuelto su situación jurídica ante los tribunales de justicia 

B. Ausencia de Regulación Específica en el Perú 

Perez (2017) en el contexto peruano, no hay una normativa 

específica que regule el procedimiento para la cancelación de los 

antecedentes penales. Actualmente, la única disposición legal aplicable se 

refiere a la rehabilitación. De acuerdo con esta normativa, una persona que 

haya sido inhabilitada por sentencia puede solicitar su rehabilitación 

mediante un incidente procesal, presentando las pruebas que avalen su 

solicitud. Una vez aceptada, las autoridades deben notificar la resolución 
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y actualizar los registros correspondientes para que se refleje la nueva 

condición jurídica del individuo.  La finalidad de la cancelación es 

garantizar el efectivo goce de los derechos fundamentales de las personas 

que han cumplido su condena. Este mecanismo busca equilibrar dos 

intereses legítimos: 

C. Derechos Fundamentales de los Ex-Reclusos 

 sostiene que la cancelación de los antecedentes penales garantiza 

que las personas puedan reintegrarse a la sociedad sin enfrentar 

estigmatización ni discriminación, lo que les permite acceder a empleos, 

vivienda y otras oportunidades cruciales para su rehabilitación. 

(Perez,2017). 

D. Seguridad Ciudadana 

 La protección de la sociedad contra posibles riesgos derivados de 

la reincidencia delictiva es una preocupación legítima del Estado. El 

desafío consiste en lograr un equilibrio adecuado entre estos dos objetivos, 

garantizando que las acciones del Estado sean proporcionales y respeten 

los principios de dignidad humana y no discriminación. (Perez,2017). 

E. Jurisprudencia del Tribunal Constitucional 

El Tribunal Constitucional Peruano (2012). En este fallo, el 

tribunal consideró que mantener antecedentes penales en los registros 

durante más de 40 años, pese al cumplimiento de una condena leve, 

constituía una vulneración de los derechos fundamentales de la persona. 

La decisión subrayó que la rehabilitación y reintegración social deben ser 

prioridades en un Estado democrático, especialmente cuando la condena 

ya ha cumplido su función sancionadora y correctiva. 

1.2 Antecedentes 

1.2.1 Internacionales 

Moreno (2011) la tesis, aborda de manera exhaustiva las consecuencias de 

los antecedentes penales en el contexto jurídico y social. Es una investigación 
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exploratoria con un enfoque cualitativo y comparativo, que llega a las siguientes 

conclusiones: habla sobre desinterés Legislativo y Judicial existe un notable 

desinterés por parte del legislador y del administrador de justicia respecto a los 

efectos y consecuencias de los antecedentes penales en el registro judicial, 

reflejado en la falta de reformas y atención al tema. Así mismo aborda el dilema 

entre Justicia e Igualdad y entre la justicia de igualdad y el derecho a la seguridad 

es una cuestión subjetiva, y actualmente la política criminal tiende a endurecerse, 

guiándose por presiones sociales que ignoran los derechos de las minorías y se 

alejan de una comprensión real de la criminalidad, como ultima conclusión  habla 

sobre  los efectos perniciosos de la publicidad de los antecedentes penales y  los 

efectos de la pena mucho más allá de su cumplimiento formal, impidiendo la 

reintegración social y socioeconómicas desfavorables que pueden fomentar la 

reincidencia. El autor de dicha tesis nos da conocer la necesidad de reformas en 

los mecanismos de reintegración social   que se debe proponer en el sistema 

normativo y administrativo. 

Xicay (2019) en la tesis de licenciatura titulada. Exigir la constancia de 

carencia de antecedentes policiales y antecedentes penales, coarta el derecho al 

trabajo que tiene toda persona, tuvo como objetivo determinar si la exigencia del 

certificado de registro penal para acceder a un puesto laboral es legal o ilícita. La 

investigación, de nacionalidad guatemalteca, utilizó un cuestionario como 

herramienta para recopilar datos de personas que estaban en proceso de obtener la 

certificación de antecedentes penales. Las conclusiones revelaron que la exigencia 

de este documento limita de manera significativa el acceso al empleo, violando 

derechos constitucionales. La Constitución de Guatemala establece que el trabajo 

es un derecho fundamental de toda persona, por lo que imponer este requisito crea 

un obstáculo que perjudica a la sociedad. Según el autor, la obligatoriedad de 

presentar antecedentes penales genera insatisfacción y dificultades, especialmente 

para aquellos con un historial delictivo. Este requisito puede resultar inviable para 

muchas personas, restringiendo su acceso al empleo y perpetuando la exclusión 

social. 

Por otro lado, Coronel (2021) en su investigación titulada. Antecedentes 

penales: un obstáculo en la reinserción social, defendió la postura de que los 

antecedentes penales deben ser anulados, diferenciando entre delitos graves y no 
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graves. Este trabajo, realizado en México, nos da a conocer que los antecedentes 

penales no cumplen una función preventiva, sino punitiva, lo que afecta 

negativamente a la reinserción social de las personas. El autor hace un análisis 

exploratorio, descriptivo y explicativo del marco legal y constitucional que regula 

los antecedentes penales, así como del régimen de justicia penal, las penas y el 

sistema post-penitenciario en México. La investigación concluyó que los 

antecedentes penales son un problema social que incrementa la reincidencia y 

constituyen un obstáculo para la reinserción efectiva de los individuos. Además, 

Coronel enfatizó que el pasado de una persona no debería interferir con su futuro. 

La sociedad no debe privar a los individuos de la restitución de sus derechos 

mediante prejuicios o discriminación. Según el autor, los antecedentes penales 

coadyuvan a la restricción laboral, privando a los exdelincuentes de una segunda 

oportunidad, incluso después de haber cumplido con las sanciones impuestas por 

la justicia. Este obstáculo vulnera derechos fundamentales, como el derecho a la 

resocialización y al acceso al trabajo, que son esenciales para lograr una 

integración plena en la sociedad. 

Sepúlveda (2017) en la investigación. Prácticas de Discriminación Laboral 

en México, por Antecedentes Penales, presentada en la Universidad Autónoma del 

Estado de México para obtener el título de Licenciado en Derecho, aborda la 

problemática de la discriminación laboral hacia personas exconvictas en el país. 

Su objetivo general fue analizar las prácticas discriminatorias que enfrentan en el 

ámbito laboral aquellas personas con antecedentes penales en México. Entre las 

conclusiones destacadas, se menciona que persiste una problemática de 

discriminación hacia este grupo, lo que dificulta su reintegración social y 

económica. A pesar de haber cumplido con su sentencia, el estigma relacionado 

con sus antecedentes penales impide su acceso a un empleo digno. sugiere 

transformar esta situación, fomentando un ambiente laboral genuinamente 

antidiscriminatorio y reconociendo a los exconvictos como un grupo vulnerable, 

ya que, aunque no se les considera oficialmente como tal, sufren exclusión debido 

a su pasado penal. El sistema penal mexicano está orientado hacia la readaptación 

social, enseñando a los reos oficios, pero este esfuerzo es ignorado por las 

empresas al momento de contratar, lo que impide que la reinserción sea efectiva. 

Para lograr una verdadera reintegración, las empresas deben brindar 
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oportunidades laborales a personas exconvictas, reconociendo su capacidad de ser 

ciudadanos productivos y útiles a la sociedad. Combatir la discriminación laboral 

es esencial para que los exconvictos puedan tener una oportunidad justa de 

reintegrarse y acceder a un empleo decente.  Es necesario crear un entorno laboral 

verdaderamente antidiscriminatorio las personas con antecedentes penales 

también enfrentan exclusión laboral, como otra conclusión manifiesta el autor que 

es urgente que sean reconocidas oficialmente como un grupo vulnerable se 

entiende que una persona que ha cumplido su sentencia debe ser tratada como 

cualquier otro miembro de la sociedad, sin discriminación. Los antecedentes 

penales no se crearon originalmente como requisito para acceder a un empleo; su 

uso actual para este fin es un desvío de su propósito, el sistema penal mexicano 

está basado en la reinserción social; sin embargo, las empresas suelen ignorar las 

habilidades adquiridas por los ex convictos durante su internamiento, lo que 

dificulta la verdadera reinserción social. 

Según Guevara-Ramírez (2017) existen dos tipos principales de 

discriminación en el ámbito laboral. La discriminación directa se manifiesta 

cuando leyes, normas o políticas excluyen a ciertos trabajadores por motivos 

como estado civil, creencias políticas o género. Por otro lado, la discriminación 

indirecta ocurre cuando ciertos requisitos laborales, como el dominio de un idioma 

innecesario para el puesto, afectan desproporcionadamente a algunos individuos, 

limitando sus oportunidades laborales (p. 49).   

La Constitución Política del Perú (1993) respecto al principio de igualdad, 

la Constitución Peruana en su artículo 2 establece que toda persona tiene derecho 

a la igualdad ante la ley y no debe ser discriminada por motivos de origen, raza, 

género, idioma, religión, opinión, condición económica u otros. Este principio 

garantiza que ninguna persona sea tratada de manera que afecte su dignidad o 

valore menos su condición como ser humano. Ante la ley, todos tienen el mismo 

valor.  

La Declaración Universal de los Derechos Humanos (1948) en su artículo 

2, subraya que todas las personas tienen derecho a disfrutar de las libertades y 

derechos proclamados sin discriminación alguna. Este derecho incluye aspectos 

como raza, género, idioma, religión, origen social o económico. Además, el 
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artículo 7 señala que todos los ciudadanos son iguales ante la ley y tienen derecho 

a su protección sin discriminación, siendo responsabilidad del Estado garantizar 

estos derechos fundamentales. En el caso de los países democráticos como Perú, 

el respeto irrestricto a estos principios es un pilar fundamental del sistema jurídico 

y social (Naciones Unidas, 1948). 

Carnevale (2015) en la investigación antecedentes penales y reinserción 

laboral en Argentina, el autor analiza cómo los antecedentes penales pueden 

dificultar la reintegración laboral y social de los exconvictos. Enfatiza que, aunque 

existen regulaciones en países como Estados Unidos y Australia que prohíben el 

uso discriminatorio de los antecedentes penales, estas no siempre se aplican de 

manera efectiva, lo que contribuye a la exclusión de estas personas del mercado 

laboral y a su permanencia en situaciones de vulnerabilidad social. Carnevale 

propone políticas de empleo estables como medidas efectivas para promover la 

reinserción social. Este análisis se complementa con observaciones de Larrauri, 

E., & Jacobs, J. B. (2015) quien destaca que en Estados Unidos aproximadamente 

600,000 personas egresan de prisiones anualmente y enfrentan obstáculos sociales 

y laborales significativos, lo que incrementa las tasas de reincidencia.  

Además, De Dios (2021) el autor señala que la discriminación basada en 

los antecedentes penales es una cuestión de política criminal que afecta los 

derechos civiles. Si bien es razonable imponer consecuencias proporcionales a los 

delitos cometidos, el veto laboral indefinido puede acarrear problemas sociales 

más graves. En este sentido, destaca que la adopción de políticas inclusivas y la 

creación de un marco normativo que limite el uso discriminatorio de los 

antecedentes penales son fundamentales para garantizar los derechos de los 

exconvictos y promover su reintegración laboral. 

Allende (2018) en su investigación titulada Uberismo: La evolución del 

Derecho del Trabajo, presentada para obtener el grado de magíster en Derecho 

Laboral y Previsión Social en la Universidad de Chile, analizó la constante 

transformación del Derecho Laboral en el sistema jurídico chileno. El autor 

destacó cómo las relaciones laborales han cambiado significativamente con el 

paso del tiempo, especialmente debido a los avances tecnológicos, que han dado 

lugar a nuevas formas de empleo y contratación. En este contexto, subraya la 
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importancia de reconocer y analizar la subordinación y dependencia de los 

trabajadores, elementos que continúan siendo fundamentales en la regulación 

laboral, incluso frente a los desafíos que plantea la digitalización y el surgimiento 

de plataformas de trabajo como Uber. Además, enfatiza la necesidad de adecuar 

el marco normativo a las nuevas realidades laborales para garantizar derechos y 

evitar posibles abusos. 

1.2.2 Nacionales 

Bravo, F. H. (2024) en su tesis. Análisis sobre rehabilitación automática y 

cancelación de los antecedentes penales, en el Código Penal peruano; propuso 

analizar si la imposición de una pena condenatoria, ya sea suspendida o efectiva, 

limita los derechos de las personas, debido a que los antecedentes penales 

generados contradicen el artículo 69 del Código Penal. Tras aplicar una 

metodología cualitativa de tipo básico y nivel descriptivo, con un diseño de teoría 

fundamentada, la investigación concluyó que en el Perú no se cumple lo 

establecido en dicho artículo respecto a la rehabilitación automática al cumplirse 

la pena, ya que, al analizarse la realidad de los condenados, se evidenció que la 

rehabilitación automática mencionada en la norma no se lleva a cabo. 

Guevara y Ramírez (2017) en su investigación. Dificultades para acceder 

a un puesto de trabajo por tener antecedentes penales, realizada en la Universidad 

Católica Santo Toribio de Mogrovejo, concluyen que la Constitución del Perú 

reconoce el derecho de las personas a acceder a un empleo digno que asegure su 

bienestar personal y familiar. Sin embargo, la realidad demuestra que las personas 

con antecedentes penales ven restringido este derecho, ya que muchas empresas 

exigen la presentación de antecedentes penales como requisito para acceder a un 

puesto de trabajo. Esta práctica, según las autoras, constituye una forma de 

discriminación, ya que vulnera el derecho al trabajo, un derecho fundamental 

protegido por la Constitución. Además, señalan que el Estado debe adoptar 

medidas inmediatas para corregir esta situación y garantizar el acceso al empleo 

de personas con antecedentes penales, protegiendo sus derechos fundamentales. 

Inocente (2019) en su tesis. La influencia de los antecedentes penales en 

la contratación de personal en las entidades públicas de Huancavelica durante el 

año 2017, presentada en la Universidad Nacional de Huancavelica, el autor 
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expone que las personas tienen derecho a vivir en condiciones dignas, tal como lo 

establece la Constitución y los tratados internacionales. En su investigación, 

concluye que los antecedentes penales generan discriminación en el país, ya que 

muchas instituciones públicas exigen que las personas no tengan antecedentes 

penales para acceder a un empleo. Este requisito representa un obstáculo 

significativo para la reintegración laboral de aquellos que han cumplido una 

condena, dificultando su inclusión plena en la sociedad. Además, se observa que 

los antecedentes penales influyen negativamente en las oportunidades laborales, 

impidiendo que las personas trabajen y participen activamente en la sociedad. Para 

mitigar este problema, el autor sugiere que el Estado debe implementar políticas 

públicas que faciliten la reinserción de las personas que han cometido delitos, a 

través de un adecuado tratamiento de sus antecedentes penales. 

Galarza (2021) en su tesis titulada. La implicancia de los antecedentes 

penales en el acceso al derecho al trabajo en el Perú – 2020, presentada en la 

Universidad Privada del Norte, concluye que los antecedentes penales tienen 

efectos directos sobre el derecho al trabajo. En primer lugar, se identifica que los 

antecedentes penales funcionan como una forma de discriminación hacia las 

personas que han sido privadas de libertad, afectando de manera negativa sus 

oportunidades laborales. En segundo lugar, a través de una revisión documental y 

entrevistas realizadas, se determinó que los antecedentes penales restringen el 

acceso al empleo, ya que las personas con antecedentes son rechazadas en los 

procesos de selección laboral, lo que impide la igualdad de oportunidades en el 

ámbito laboral. 

Medina y Hancco (2021) en su tesis titulada. Antecedentes penales y la 

vulneración del derecho de igualdad en el Perú, presentada en la Universidad José 

Carlos Mariátegui de Moquegua, Perú, para optar al título de abogado, concluyen 

que los antecedentes penales afectan negativamente los derechos, específicamente 

el derecho a la igualdad, garantizado por el artículo 2 de la Constitución. La 

investigación señala que la Ordenanza Municipal del distrito de San Juan Bautista 

incurre en prácticas discriminatorias al prohibir a las personas con antecedentes 

judiciales y penales acceder a empleo, lo que dificulta su rehabilitación, 

reinserción y reincorporación a la sociedad. Otra conclusión importante de la 

investigación es que los antecedentes penales vulneran el derecho a la igualdad al 
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no permitir la anulación automática de dichos antecedentes a través de un 

certificado. 

Girón (2020) en su tesis titulada. Presupuestos jurídicos y fácticos de la 

rehabilitación automática y la cancelación de antecedentes penales, que inciden 

en la reinserción laboral de los condenados, presentada para obtener el grado de 

Máster en Derecho Penal y Garantías Constitucionales por la Universidad de Jaén, 

sostiene que los antecedentes penales constituyen una barrera significativa para la 

reintegración laboral de quienes han cumplido su condena. Girón destaca que en 

la legislación peruana la rehabilitación debería operar automáticamente, conforme 

al artículo 69 del Código Penal, pero la falta de cancelación de los antecedentes 

penales afecta negativamente la resocialización de los condenados, lo que también 

vulnera su dignidad humana. En sus conclusiones, enfatiza la necesidad de un 

sistema informático que garantice la cancelación automática de los antecedentes 

penales, en función del cumplimiento de la pena, para promover una reinserción 

más efectiva y reducir los procesos judiciales innecesarios. 

Morales (2016) el autor que realiza la tesis titulada. El principio 

constitucional de la resocialización de los penaos en la era de internet; sostiene lo 

siguiente la tesis fue realizada en la en la Universidad Nacional de Trujillo, el 

autor considera en las conclusiones de su investigación el principio de 

resocialización penal, consagrado en la Constitución, debe ser aplicado de manera 

universal e irrestricta, sin que se establezcan limitaciones o excepciones basadas 

en criterios arbitrarios de la ley o jurisprudencia.  

El artículo 69° del Código Penal establece la obligación de cancelar los 

antecedentes penales de cualquier ciudadano que haya sido rehabilitado, sin 

importar el delito cometido. En línea con este principio, la Autoridad Nacional de 

Protección de Datos Personales debería exigir la eliminación de la información 

relacionada con estos antecedentes de internet, alineando así su actuación con la 

interpretación del Tribunal Constitucional sobre el principio de resocialización y 

la obligación del Estado de restituir plenamente los derechos del ciudadano que 

ha cumplido su condena. El principio constitucional de la resocialización penal 

establece que las personas que han cumplido su pena y se han rehabilitado 

conforme al artículo 69 del Código Penal deben tener la garantía de que el Estado 
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respete su derecho al olvido, especialmente en la era digital actual, donde la 

información es fácilmente accesible en línea. Según el Código Penal, el artículo 

69 exige la cancelación de los antecedentes penales de los ciudadanos 

rehabilitados, independientemente del delito cometido, lo que debería incluir la 

eliminación de cualquier dato relacionado con el delito en línea.En este sentido, 

no debería ser negado el derecho de los ciudadanos rehabilitados a que las 

autoridades competentes, como la Autoridad Nacional de Protección de Datos 

Personales, eliminen dicha información en internet, en concordancia con los 

principios del Tribunal Constitucional. Esto permitiría armonizar el principio de 

resocialización con la obligación del Estado de restablecer todos los derechos de 

aquellos que han cumplido su condena. 

Pérez y Garnique (2017) en su tesis. Dificultades para acceder a un puesto 

de trabajo por tener antecedentes penales; aborda la problemática del acceso al 

empleo para personas con antecedentes penales y su relación con el derecho al 

trabajo, la igualdad y la no discriminación. A continuación, se resumen sus 

principales conclusiones; primero el trabajo es un bien inseparable de la persona 

y, como derecho, se consolida cuando adquiere rango constitucional. El Tribunal 

Constitucional (TC) establece dos aspectos fundamentales: el acceso a un puesto 

de trabajo y el derecho a no ser despedido sin justa causa. Además, se reconoce la 

libertad del derecho al trabajo, que incluye facultades como decidir si trabajar o 

no, elegir la actividad a desempeñar, determinar si se trabaja por cuenta propia o 

ajena, y para quién se trabaja. Segunda conclusión. El certificado de antecedentes 

penales, expedido por el Registro Nacional de Condenas del Poder Judicial, tiene 

importantes consecuencias para el futuro laboral de una persona, dificultando su 

reintegración social, el autor propone la intervención del Estado mediante 

políticas de reinserción social, como ocurre en países como México y Chile. Sin 

embargo, en el Perú, las políticas criminales no son efectivas debido a los 

problemas graves del sistema carcelario, en su conclusión indica que exigir 

antecedentes penales como requisito para acceder a un trabajo constituye una 

discriminación directa en la etapa de preselección, vulnerando el derecho a la 

igualdad y no discriminación. Se plantea un juicio de ponderación entre el derecho 

al trabajo y la libertad de empresa, analizando la adecuación, necesidad y 

proporcionalidad de las medidas que restringen este derecho. Dentro de las 
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recomendaciones del autor esta que se eliminen de la exigencia del certificado de 

antecedentes penales para obtener empleo, la ampliación del ámbito de aplicación 

de modalidades formativas laborales para incluir a ex reclusos, la implementación 

de beneficios tributarios para las empresas que los contraten, y la creación de un 

órgano de fiscalización a cargo del INPE para supervisar a los ex reclusos que 

hayan obtenido empleo, con el fin de brindar soporte al proceso de reinserción y 

generar confianza en los empleadores. 

Hilario (2014) la tesis titulada Reinserción Laboral de Ex-presidiarios del 

Centro Penal de San Fermín en el mercado laboral de la ciudad de el estudio 

realizado en Huancavelica, en 2014, tuvo como objetivo principal identificar los 

factores que dificultaron la reincorporación laboral de los ex-reclusos del centro 

penitenciario de dicha ciudad durante ese periodo. El autor del estudio centró su 

investigación en determinar las principales barreras para esta reinserción, 

alcanzando conclusiones clave. Entre ellas, destacó la necesidad de analizar los 

factores penitenciarios, socio-demográficos y jurídicos que influyeron en la 

problemática, los cuales condicionan las oportunidades laborales y sociales de los 

exconvictos tras cumplir su condena. Además, concluyó que los antecedentes 

penales representan un obstáculo significativo para la reinserción laboral. Según 

los datos recopilados, un 92,6 % de los encuestados afirmó que el historial penal 

es un factor determinante que limita la contratación de exreclusos. Muchas 

empresas, tanto formales como informales, exigen el certificado de antecedentes 

penales como requisito, lo que en la práctica lleva a excluir a estas personas del 

mercado laboral de forma indefinida. Esta exclusión, según la autora, constituye 

una violación a los derechos civiles de los expresidiarios, ya que les impone una 

“pena adicional” más allá de la condena cumplida, salvo en los casos en que exista 

una pena de inhabilitación. Se concluyó que esta discriminación laboral perpetúa 

desventajas desproporcionadas para una población que ya ha cumplido con la 

sanción correspondiente a sus actos, dificultando su reintegración en la sociedad 

De la Cruz (2016) en su tesis titulada Reinserción laboral de ex 

presidiarios del centro penal San Fermín en el mercado laboral de la ciudad de 

Huancavelica durante el año 2014, presentada para obtener el título profesional 

de abogado en la Universidad Nacional de Huancavelica, analizó los desafíos que 

enfrentan los ex reclusos para reinsertarse tanto en la comunidad como en el 
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ámbito laboral. El autor concluye que la exclusión social hacia este grupo genera 

una percepción negativa que dificulta su reintegración, lo cual provoca que, al 

encontrarse desamparados, muchos recurran nuevamente a actividades delictivas 

como medio de subsistencia. Este fenómeno refleja cómo la discriminación social 

y laboral perpetúa un círculo vicioso, a pesar de que los ex presidiarios ya han 

cumplido su condena con el Estado peruano. De la Cruz subraya la importancia 

de reducir esta estigmatización y promover oportunidades reales de reinserción, 

para evitar que esta situación sea un obstáculo que perpetúe la marginalización y 

el delito. 

 Llacma (2020) en su investigación titulada Tratamiento penitenciario y 

reinserción social del interno en el establecimiento penal de mujeres Arequipa, 

2019, realizada para obtener el título profesional de abogado en la Universidad 

Tecnológica del Perú, examinó las limitaciones existentes en el sistema punitivo 

peruano respecto a la resocialización de los internos. Concluye que, aunque el 

marco legislativo establece disposiciones sobre la reclusión, los derechos de las 

internas y su compromiso con la reinserción, la aplicación de estas normas es 

deficiente. El Código de Ejecución Penal contempla herramientas para facilitar el 

tratamiento penitenciario y la reintegración social, sin embargo, en la práctica, 

estas medidas no se implementan de manera efectiva, lo que refleja una brecha 

significativa entre la teoría legislativa y la realidad carcelaria actual en el país. 

 Cisneros (2018) en su estudio titulado El derecho a los permisos y 

licencias laborales y su armonización con el poder de dirección del empleador, 

realizado para obtener el título profesional de abogado en la Universidad Católica 

Santo Toribio de Mogrovejo, analizó la relación entre la autoridad del empleador 

y los derechos fundamentales del trabajador. Concluye que la libertad de dirección 

empresarial debe ejercerse dentro de un marco que respete y garantice derechos 

esenciales como el acceso a la salud, la protección de la familia y la libertad 

laboral, sin importar si la organización es pública o privada. Además, señala que 

el poder del empleador es limitado, ya que no puede imponer medidas que 

vulneren los derechos de los trabajadores ni actuar en contra de la buena fe, siendo 

imprescindible que toda acción empresarial se ajuste al sistema jurídico vigente 

para asegurar la armonía en las relaciones laborales. 
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Calleja (2018) en su investigación titulada enfoque constitucional de la 

irrenunciabilidad de los derechos laborales en el Perú, presentada para obtener el 

título profesional de abogado en la Universidad Particular de Chiclayo, analizó la 

situación de los trabajadores asalariados en el país, destacando que 

aproximadamente el 50 % de ellos laboran en condiciones de informalidad, sin 

contar con contratos laborales. Este panorama refleja un incumplimiento 

sistemático de las normas laborales y una vulneración de derechos fundamentales 

como la compensación por tiempo de servicios, gratificaciones, asignación 

familiar e inscripción en planilla, entre otros beneficios. El autor concluye que, 

para garantizar el amparo efectivo de estos derechos, es necesario implementar 

políticas públicas enfocadas en la protección, la igualdad y el reconocimiento de 

los trabajadores, fomentando un entorno laboral más equitativo y respetuoso del 

marco legal. 

1.2.3 Locales 

Vargas (2016) respecto el derecho al trabajo, discriminación laboral y 

dificultades de inserción laboral en la Región Puno, las personas con antecedentes 

penales enfrentan discriminación laboral en diversos ámbitos. El derecho al 

trabajo es un derecho fundamental reconocido en el artículo 22 de la Constitución 

Política del Perú. Sin embargo, la estigmatización que enfrentan las personas con 

antecedentes penales genera barreras que limitan su capacidad para acceder a un 

empleo.  

Aráoz (2018) la investigación respecto la discriminación laboral basada en 

antecedentes penales se refleja en la falta de oportunidades para personas que han 

cumplido sus penas y desean reintegrarse al mercado laboral. En la región Puno, 

la inserción laboral es aún más difícil debido a factores como el desempleo, la 

falta de educación y la limitada disponibilidad de empleo formal.  La 

discriminación laboral contra estas personas está vinculada a prejuicios sociales, 

que dificultan aún más su reintegración en la sociedad. La falta de un enfoque 

inclusivo en las políticas laborales y la percepción negativa de la sociedad 

respecto a las personas con antecedentes penales agrava su situación, generando 

un ciclo de exclusión social y laboral que impide la rehabilitación efectiva de los 

individuos. 



 

26 

Mamani (1995) en el libro Beneficios Procesales y Penitenciarios; el autor 

aborda cuestiones específicas relacionadas con antecedentes penales en el 

contexto de beneficios penitenciarios. El texto habla del Impacto de los 

Antecedentes Penales en los Beneficios: Se analiza cómo los antecedentes pueden 

influir en la elegibilidad para acceder a beneficios penitenciarios, como la libertad 

condicional o anticipada. La regulación exige verificar el historial delictivo y 

evaluar el grado de rehabilitación del solicitante para determinar su aptitud. 

Derechos de los Inculpados e Inocentes. El libro reflexiona sobre los problemas 

asociados con la permanencia de antecedentes para personas que resultaron 

inocentes. Este aspecto se relaciona con la vulneración de derechos fundamentales 

como la privacidad, seguridad jurídica y el principio de legalidad, exigiendo 

mecanismos adecuados para su eliminación en casos justificados. Sugiere 

reformas legislativas, así mismo discuten las modificaciones normativas que 

buscan garantizar que los antecedentes no sean un obstáculo perpetuo para la 

reintegración social, destacando medidas para registrar y, eventualmente, cancelar 

antecedentes cuando se determine la inocencia o no proceda la acción penal. 
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CAPÍTULO II 

2PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 

2.1 Identificación del problema 

Actualmente, es evidente que muchas personas son estigmatizadas por la sociedad 

sobre todo en la región Puno, ya que es una región donde se encuentran las cárceles más 

peligrosas del país; por lo que vamos a encontrar después de la emisión del decreto 

legislativo 1585, varias personas entre ellas profesionales que han logrado salir con 

libertad condicional a las calles las cuales muchas de ellas tienen capacidades 

profesionales y habilidades académicas que les permite poder buscar un empleo a fin de 

incorporarse a la sociedad; sin embargo debido a tener antecedentes penales al momento 

de buscar oportunidades laborales y académicas. Existe una creencia generalizada de que 

estos antecedentes tienen graves repercusiones en el futuro laboral y académico de la 

persona y así mismo en el ejercicio de sus derechos sociales. En este sentido, se puede 

afirmar que los antecedentes penales se consideran un requisito discriminatorio a la hora 

de contratar o postular a una institución educativa, ya que los empleadores se enfocan en 

este aspecto, dejando de lado el proceso objetivo de selección de personal por habilidades 

profesionales por ejemplo o necesidades de seguir formándose académicamente.  

Considerando la importancia del derecho al trabajo y al acceso a la educación 

como medios esenciales para la reintegración social, la exigencia de no poseer 

antecedentes penales se convierte en un obstáculo para que los exconvictos o personas 

que cumplen condena en libertad puedan demostrar sus virtudes y capacidades. El trabajo 

y la educación son derechos fundamentales que permiten a las personas superar su pasado 

penal y participar plenamente en la sociedad, por lo que restringir el acceso a estos 

derechos bajo la condición de antecedentes penales perpetúa la exclusión y limita las 

oportunidades de rehabilitación. 

Los antecedentes penales pueden tener un impacto significativo en la contratación 

laboral y acceso académico en el Perú, tanto en instituciones públicas como privadas. En 

muchos casos, estos antecedentes pueden limitar el derecho a la igualdad de 

oportunidades en la contratación laboral; lo que significa que una persona con 

antecedentes penales puede enfrentar dificultades para obtener un empleo debido a la 
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percepción negativa y la discriminación que puede existir hacia las personas que han 

estado en el sistema penal. 

En el sector público, la contratación puede ser especialmente rigurosa, ya que se 

busca mantener la integridad y la confianza en la administración pública. La presencia de 

antecedentes penales puede ser vista como un riesgo en este contexto 

En el sector privado, aunque las políticas pueden variar entre empresas, los 

antecedentes penales también pueden ser un factor que influya en las decisiones de 

contratación o al momento de las convocatorias académicas. 

La presente investigación pretende, visualizar el daño o perjuicio que se le causa 

a esa persona, discriminándole en la Región Puno y sus instituciones públicas y privadas, 

por lo que evidenciamos que es en un porcentaje alto casi imposible poder conseguir un 

empleo digno y acorde a sus habilidades y capacidades, así mismo al momento de querer 

continuar estudiando estudios de posgrado, por ejemplo. 

Tenemos reformas penales que regulan la conducta del condenado por delitos 

leves, los cuales se cumplen con pena suspendida, se indica que la persona estaría libre y 

tendría que cumplir una deuda con el Estado y la propia sociedad, por lo que dicha persona 

tendría que laborar en alguna entidad para cumplir con dicha condena. 

El Estado peruano ha declarado en diversas ocasiones que realiza un gran esfuerzo 

para lograr la readaptación de las personas a la sociedad. Sin embargo, la realidad es que, 

una vez que estas personas recuperan su libertad, se enfrentan a una gran desventaja frente 

a los demás debido a la estigmatización que el propio Estado fomenta a través del registro 

de antecedentes penales.  Un ejemplo claro de esto se dio cuando el programa Panorama 

reveló que la congresista del Frente Amplio, María Elena Foronda Farro, había contratado 

como asesora a Nancy Madrid, una persona condenada por terrorismo. Resulta indignante 

que el propio Congreso de la República, que se autodenomina defensor de la ley y la 

Constitución, esté discriminando a aquellos que, luego de cumplir su condena, necesitan 

reintegrarse a la sociedad. Este problema fue lo que me motivó a investigar sobre la 

reinserción laboral en las entidades públicas de Huancavelica, que no está exenta de este 

tipo de discriminación. En diversas instituciones públicas del Estado, como el Poder 

Judicial, el Ministerio Público, el Gobierno Regional y las Municipalidades, persiste una 

profunda discriminación laboral. Estas instituciones se niegan a contratar a personas con 
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un historial de conducta cuestionable, considerando los certificados de antecedentes 

penales como un indicador de mal comportamiento, lo que refuerza la exclusión que se 

sigue realizando no solo en la región sino también en el país. 

2.2 Definición del problema 

2.2.1 Enunciado general 

• ¿En qué medida perjudica laboralmente los antecedentes penales, en 

instituciones público y privadas en la región Puno 2024, casos delitos leves? 

2.2.2 Enunciados especificos 

• ¿Existe perjuicio labora y académico causa de los antecedentes penales en 

instituciones públicas en la región Puno 2024 casos delitos leves? 

•  ¿Existe el perjuicio laboral y académico a causa de los antecedentes penales 

en instituciones privadas en la región Puno 2024, casos delitos leves? 

• ¿Qué restricciones se evidencian en el proceso de reincorporación a la 

sociedad, como el acceso al derecho laboral en instituciones privadas en la 

región Puno 2024, casos delitos leves? 

2.3 Intención de la investigación 

2.3.1 A Nivel Mundial 

La investigación a nivel mundial respecto a la solicitud de antecedentes 

penales en centros laborales o académicos varía según el país y la jurisdicción. En 

muchos lugares, se considera una práctica estándar para ciertos tipos de empleo, 

sin embargo, la intención de la presente tesis es contribuir a tener cada vez un 

mejor lugar donde podamos vivir y trabajar en paz como seres humanos. 

2.4 Justificación 

El presente trabajo de investigación analizo si existe causa perjuicio los 

antecedentes penales al momento de insertarse laboralmente en una institución privada o 

pública en la región Puno en el año 2024, los antecedentes penales, planteándolo como 

un requisito solicitado por parte de las instituciones publico privadas. Es así que la 

presente investigación, busca determinar una regulación al derecho laboral a personas que 
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poseen antecedentes penales. Para lograr que las autoridades correspondientes inicien 

acciones concernientes investigación de antecedentes penales en el sector público y 

privado se justifica en la protección de la integridad y seguridad de la organización, así 

como de sus empleados y clientes. Los antecedentes penales pueden revelar información 

personal respecto a la idoneidad de un candidato para el puesto laboral. En la reinserción 

laboral trae consigo una serie de situaciones que atentan contra la persona en el aspecto 

de limitar y restringir sus derechos en territorio peruano. 

2.4.1 Justificación social 

La finalidad de esta investigación y el análisis del problema relacionado 

con la influencia de los antecedentes penales al momento de buscar oportunidades 

laborales y académicas en instituciones públicas y privadas de la región de Puno 

es crucial para el derecho, especialmente para la institución jurídica de la 

resocialización. La presente investigación busca determinar el perjuicio que causa 

la solicitud de estas en los delitos leves en el proceso de contratación en las 

entidades públicas y privadas, conocer el grado de discriminación que enfrentan 

estas personas al intentar acceder al ámbito laboral y académico en una entidad 

pública o privada, dado que el requisito de presentar antecedentes penales dificulta 

el acceso a puestos de trabajo y deseos de seguir realizando estudios de posgrado. 

Asimismo, esta investigación resulta valiosa para difundir información sobre las 

oportunidades que tienen las personas en si reintegración social como personas 

productivas y, en consecuencia, a su aporte al desarrollo de la sociedad. 

2.4.2 Justificación Económica 

Desde el punto de vista económico, la exclusión de personas con 

antecedentes penales del mercado laboral y educativo representa una pérdida 

significativa tanto para la sociedad como para la economía. La negativa a contratar 

o permitir el acceso a la educación a individuos con un pasado delictivo limita su 

capacidad para generar ingresos y contribuir al crecimiento económico, 

particularmente en la región de Puno. En lugar de aprovechar el potencial de estas 

personas, que poseen habilidades y capacidades, las políticas que requieren la 

presentación de antecedentes penales como un requisito pueden llevar a una 

mayor marginación, incrementando la pobreza y la desigualdad social. Al 

integrarlas nuevamente en el mercado laboral y educativo, se reducirían los costos 
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sociales derivados de la exclusión, como el desempleo prolongado y la 

reincidencia delictiva, lo que a su vez disminuiría los gastos en los sistemas de 

justicia y los servicios sociales. Además, una fuerza laboral más diversa y 

capacitada, que incluya a personas con antecedentes penales que han demostrado 

su rehabilitación, podría contribuir a la innovación, la productividad y al 

dinamismo económico general, generando beneficios positivos para la sociedad. 

a la competitividad y al desarrollo de los sectores públicos y privados 

2.4.3 Justificación Política 

Desde una perspectiva política, la solicitud de antecedentes penales en los 

procesos de contratación o acceso educativo puede considerarse un obstáculo para 

la implementación de políticas públicas enfocadas en la rehabilitación y 

reintegración social. Las políticas de inclusión y resocialización que los gobiernos 

deben promover para garantizar la equidad y la justicia social se ven debilitadas 

cuando se impone una barrera que excluye a quienes ya han cumplido su condena. 

Este tipo de prácticas genera discriminación institucional, contraviniendo los 

principios de derechos humanos y del Estado de derecho, pues impide que las 

personas condenadas por delitos menores accedan a las mismas oportunidades que 

otros ciudadanos. A nivel político, la integración de personas con antecedentes 

penales refleja un compromiso con la democracia y la justicia social, demostrando 

que el sistema penal no debe ser un instrumento de estigmatización perpetua, sino 

de oportunidad para la rehabilitación. Al reducir esta barrera, el gobierno puede 

promover una sociedad más justa, donde las políticas laborales y educativas sean 

inclusivas y fomenten la igualdad de oportunidades para todos, 

independientemente de su pasado. el análisis de los perjuicios que ocasiona la 

solicitud de antecedentes penales en el acceso a empleos y educación es crucial 

para mejorar las políticas públicas y las prácticas en instituciones tanto públicas 

como privadas. Si bien la solicitud de antecedentes penales se justifica con el fin 

de garantizar la seguridad, se debe evaluar si este procedimiento realmente cumple 

su propósito o si solo refuerza la discriminación hacia aquellos que han cumplido 

su condena.  
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2.5 Objetivos 

2.5.1 Objetivo general 

• Análisis del perjuicio laboral y académico a causa de los antecedentes 

penales en instituciones publico privadas en la región Puno 2024, casos 

delitos leves. 

2.5.2 Objetivos específicos 

• Determinar el perjuicio labora y académicos la causa de los antecedentes 

penales en instituciones privadas en la región Puno 2024, casos delitos 

leves. 

• Determinar el perjuicio laboral a causa de los antecedentes penales en 

instituciones públicas en la región Puno 2024, casos delitos leves. 

• Identificar las restricciones se evidencian en el proceso de reincorporación 

a la sociedad, como el acceso al derecho laboral en instituciones privadas 

en la región Puno 2024, casos delitos leves. 
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CAPÍTULO III 

3METODOLOGÍA 

3.1 Acceso al campo 

La presente investigación es de enfoque cualitativo. Respecto al acceso al campo 

de investigación este se hizo desde la busca de información bibliográfica documentaria 

respecto a las convocatorias laborales y académicas en la Región de Puno y entrevistas a 

las personas condenas que poseen antecedentes penales sin embargo que se encuentran 

cumpliendo condena en libertad, siendo un total de 30 personas a las que se entrevistó. 

 El acceso a instituciones públicas y privadas que ofertan espacios laborales y 

académicos se recolecto la información mediante estrategias, como visitas a las distintas 

instituciones públicas y privadas en la región todas correspondientes al 2024, visitando 

un aproximado de 49 instituciones públicas y 30 instituciones privadas.  

3.2 Identificación y planeación  

• Identificar a las instituciones públicas y privadas en la Región Puno. 

• Identificación de personas clave conociendo que nos puedan brindar información 

necesaria (entrevistas). 

•  Obtención de permisos formales para poder realizar las entrevistas (INPE Puno – 

medio libre) 

• Revisión de las convocatorias laborales y académicas en la región de Puno. 

• Acuerdos de confidencialidad con los entrevistados. 

• En instituciones públicas, se ha trabajado con la Ley de Transparencia y Acceso a 

la Información Pública N.º 27806 lo que nos permitió solicitar información pública.  

• Análisis de datos secundarios, documentos públicos o estadísticas disponibles en 

fuentes oficiales.  

3.3 Selección de informantes y situaciones observadas 

Para la presente investigación hemos trabajado con los siguientes actores: 

• Personas condenadas con antecedentes penales en la región Puno. Quienes 

rindieron las entrevistas. 
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• Funcionarios del Poder Judicial y Ministerio Público, Jueces, fiscales y abogados 

especializados en procesos penales, quienes pueden ofrecer información.  

• Instituciones públicas – convocatorias laborales. 

• Instituciones privadas – convocatorias laborales. 

• Instituciones públicas – convocatorias académicas 

• Instituciones privadas – convocatorias académicas.   

• Empleadores privados. Evaluar cómo consideran los antecedentes penales al 

momento de contratar personal.    

• Instituciones educativas privadas. 

3.4 Estrategias de recogida y registro de datos 

La presente investigación como estrategias de recolección y registro de datos que 

se ha realizado fue estructurada en base entrevistas realizadas a los informantes para 

obtener datos cualitativos sobre las experiencias y percepciones sobre los antecedentes 

penales, que causan perjuicios a personas al momento de buscar un empleo o deseen 

realizar estudios.   

• Observación al participante (persona entrevistada - condenado). 

• Análisis documental respecto legislación sobre antecedentes penales como 

sentencias tesis previas relacionadas con antecedentes penales en la región de Puno. 

• Llenado de fichas para evaluar las convocatorias en instituciones privadas y 

públicas de la región respecto a los antecedentes penales y su impacto negativo. 

• Análisis internacional, nacional y local, como referencia del trabajo abordado. 

3.5 Análisis de datos y categorías 

El estudio de investigación tiene como categorías de investigación a las personas 

que poseen antecedentes penales que se encuentran en libertad que están buscando 

oportunidades laborales y académicas en el año 2024, avocándome a el análisis de 

responsabilidad penal que tiene cada uno de los condenados durante el tiempo de 

ejecución de sentencia en libertad mediante trabajos comunitarios, así mismo como 

detallaremos a las instituciones públicas y privadas de la región con ofertas laborales y 

académicas;  por lo que la investigación se basó en una estrategia inductiva y categórica:   
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3.5.1 Técnicas de análisis 

A. Análisis temático 

 Hemos analizado patrones en las entrevistas y observaciones, 

como las implicancias legales, sociales y económicas de los antecedentes 

penales. 

B. Codificación 

Como establecer categorías como “ perjuicio laboral y académico 

en instituciones públicas y privadas en la región de Puno en el periodo 

2024”. 

C. Triangulación de datos 

Comparar información de entrevistas, documentos y 

observaciones para asegurar la validez de los hallazgos obtenidos en el 

perjuicio que causas de manera negativa a la persona que la única 

intención que tiene es continuar con su vida. 

D. Comparación contextual 

Examinar diferencias entre las normativas peruanas y de otros 

países. 

Los análisis mediante los gráficos nos dan a conocer los datos 

obtenidos en la investigación.   

.  
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CAPÍTULO IV 

4RESULTADOS Y DISCUSIÓN  

4.1 Resultados 

Los resultados obtenidos revelan que muchas personas que intentan acceder a un 

empleo o a una oportunidad académica en el año 2024; se ven impedidas por un registro 

penal. Esta situación perpetúa un estigma social que obstaculiza su integración en la 

sociedad, reduciendo las posibilidades de obtener un empleo o de acceder a programas 

educativos, elementos clave para su desarrollo personal y profesional, la investigación 

evidencia la afectación que causa a los individuos que han sido condenados por delitos 

leves, los cuales no deberían representar un obstáculo para acceder a nuevas 

oportunidades. Este fenómeno de “etiquetado” o “criminalización” perpetúa la exclusión 

social, creando un ciclo de desventaja económica y social que puede llevar a una 

reincidencia en el delito, contraviniendo el objetivo de la rehabilitación y la 

resocialización. 

Por otro lado, se observó que en la región Puno, donde las tasas de pobreza y 

exclusión social son más altas, las personas con antecedentes penales enfrentan mayores 

dificultades debido a la escasez de empleos y la alta competencia en el mercado laboral. 

La exigencia de un certificado de antecedentes penales refuerza la discriminación laboral, 

afectando principalmente a los jóvenes y adultos que han pasado por el sistema judicial. 

Esta práctica, lejos de contribuir a una mejora en la seguridad o el bienestar de la 

comunidad, genera un círculo vicioso de marginación que perpetúa las desigualdades 

sociales y económicas; lo exponemos en los datos recolectados durante la investigación. 
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Tabla 1 

Instituciones públicas con oferta laboral en la región de Puno año 2024 

Item 
Instituciones Públicas 

(Convocatoria Laboral En La Región Puno - 2024) 

1 
Agencia Agraria Puno – Ministerio de Desarrollo Agrario y Riego 

(MIDAGRI) 

2 Autoridad Nacional Del Agua 

3 Banco Central de Reserva del Perú 

4 Banco de la Nación del Perú 

5 Cite Textil Camélidos Puno (Centro de Innovación Tecnológica) 

6 Contraloría General de la República del Perú 

7 Corte Superior de Justicia de Puno 

8 Defensoría del Pueblo 

9 Dirección Regional de Educación 

10 Dirección Regional de Salud (DIRESA) Puno 

11 Dirección Regional de Trabajo Y Promoción Del Empleo de Puno 

12 Dirección Zonal del Programa Agro Rural (Puno) 

13 Empresa Regional de Servicio Público de Electricidad de Puno 

14 Essalud Puno 

15 
Fondo de Cooperación Para el Desarrollo Social (FONCODES) – 

Oficina Zonal Puno 

16 Gobierno Regional de Puno 

17 Hospital Regional Manuel Núñez Butron 

18 Ministerio de Cultura – Sede Puno 

19 Instituto Nacional de Estadística e Informática- (INEI) 

20 
Instituto Nacional de Investigación en Glaciares y Ecosistemas de 

Montaña (Inaigem) – Oficina Puno 

21 Instituto Peruano del Deporte 

22 Jurado Nacional de Elecciones 

23 Ministerio de Defensa – Marina De Guerra 

24 Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social 

25 Ministerio de Educación 
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Item 
Instituciones Públicas 

(Convocatoria Laboral En La Región Puno - 2024) 

26 Ministerio de Transportes y Comunicaciones 

27 Municipalidad Provincial de Puno 

28 Oficina Nacional de Procesos Electorales 

29 Organismo Supervisor de la Inversión Privada En Telecomunicaciones 

30 Poder Judicial del Perú 

31 Policía Nacional del Perú 

32 Procuraduría Pública Regional de Puno 

33 Programa Juntos – MIDIS (Sede Puno) 

34 
Programa Nacional de Alimentación Escolar Qali Warma – Unidad 

Territorial Puno 

35 Programa Nacional de Infraestructura Educativa (PRONIED) 

36 
Programa Tambos – Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social 

(MIDIS) 

37 Proyecto Especial Lago Titicaca (PELT) 

38 Red de Salud San Román 

39 Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 

40 Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado 

41 Servicio Nacional de Sanidad Agraria del Perú 

42 Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 

43 Superintendencia Nacional de Fiscalización Laboral 

44 Superintendencia Nacional de Registros Públicos 

45 
Unidad de Gestión Educativa Local (UGEL) en Diferentes Provincias 

(Puno, Azángaro, Chucuito, Etc.). 

46 Unidad Ejecutora de Gestión de Residuos Sólidos (Gore Puno) 

47 Universidad Nacional del Altiplano 

48 Zona Económica Especial de Puno (ZEEDE Puno) 

49 Zona Registral XIII – SUNARP Puno 
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Tabla 2 

Instituciones públicas con oferta académica en la región de Puno año 2024 

 

Tabla 3  

Instituciones privadas con oferta académica en la región de Puno 

Ítem 
Instituciones Públicas 

(convocatoria académica en la región Puno - 2024) 

1 Instituto Peruano del Deporte 

2 Ministerio de Defensa – Marina de Guerra 

3 Policía Nacional del Perú 

4 Dirección Regional de Educación (DRE) Puno 

5 Universidad Nacional del Altiplano – Posgrado 

6 Instituto Publico José Antonio Encinas Salcedo 

7 Instituto Superior Publico del Altiplano Puno 

8  CETPRO – Juliaca 

9 Universidad Nacional de Juliaca 

10 Instituto Superior Tecnológico Juliaca 

11 Instituto Superior Ayaviri 

12 Instituto Técnico Superior – Capachica 

13 Ceba Juliaca 

14 Instituto de Formación Superior Azángaro  

15 Instituto Superior Carabaya 

16 Colegio de Alto Rendimiento (COAR) Puno 

Item 
Instituciones Privadas 

(convocatoria académica en la región Puno - 2024) 

1 Academia de Cómputo y Tecnología (PROGRATEC) 

2 SENATI Puno 

3 Escuela de Formación Técnica de Puno – Grupo  

4 Escuela de Postgrado de la Universidad Privada de Puno 

5 Escuela Técnica de Formación Profesional Puno 

6 Instituto de Capacitación y Desarrollo Profesional 

7 
Instituto de Educación Superior Tecnológico Privado – San Luis de 

Alba Puno 
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Tabla 4  

Instituciones privadas con oferta laboral en la región de Puno año 2024 

Item 
Instituciones Privadas 

(convocatoria académica en la región Puno - 2024) 

8 Instituto de Educación Superior Tecnológico Privado Los Andes 

9 Instituto de Educación Técnica del Altiplano 

10 Instituto de Educación Técnica Superior Puno (IETSP) 

11 Instituto de Formación Profesional y Técnico de Puno (INFOTEC) 

12 Instituto Privado Peruano Británico 

13 Instituto Privado San Juan Bautista de Puno 

14 Universidad Néstor Cáceres Velázquez 

15 Universidad Privada de Puno (UPP) 

16 Universidad San Carlos 

Item 
Empresas Privadas 

(convocatoria laboral en la región Puno - 2024) 

1 Hoteles GHL Puno 

2 Plaza Vea 

3 MINSUR 

4 Cemento Sur 

5 DASUR 

6 CEDEH 

7 Agencia De Viajes Y Turismo Brisas Del Titikaka S.R.L 

8 Aavv en Puno 

9 Empresas Hoteleras 

10 Rodeleing, S.A.C 

11 Distribuciones Mercantiles S A 

12 Caja Rural de Ahorro y Crédito los Andes S.A. 

13 Caja Rural de Ahorros Arequipa. S.A. 

14 Caja Rural Cusco 

15 Rutas del Titicaca 
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Item 
Empresas Privadas 

(convocatoria laboral en la región Puno - 2024) 

16 Clínica Puno 

17 Clínica los Pinos 

18  Apus del Titikaka Tours E.I.R.L 

19 Minerales Gold Perú S.A.C. 

20 Trading Express Gold 

21              Edwin & Vilca Metales 

22               Minera Tiahuanaco Oro 

23 Inversiones Capricornio S.A.C. 

24     Aurimetal S.A.C. 

25                 Sociedad Minera Puno S.A 

26                                 Doña Vicky Restaurant 

27 Agencia de Viajes Chasqui Tours 

28  San Juan del Oro (Cafetalera) 
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4.1.1 Perjuicio laboral en la región Puno 2024 

Figura 1 

¿Existe perjuicio de parte de las instituciones públicas del estado en la región 

Puno; al solicitarte un certificado de antecedentes penales para acceder a 

un puesto laboral? 

 

 

INTERPRETACIÓN N°01:  La evaluación y análisis documental que se 

realizó durante la investigación a 49 instituciones públicas en la región de Puno; 

respecto a sus convocatorias laborales revela que 45 de ellas solicitan 

antecedentes penales como requisito para postular a un puesto laboral, mientras 

que 4 no lo hacen. Esto representa el 91,8% de las instituciones que requieren este 

documento frente a un 8,2% que no lo considera necesario. 

Este hallazgo indica una tendencia marcada hacia la exigencia de 

antecedentes penales, lo cual podría estar relacionado con la necesidad de 

garantizar la seguridad y la confianza en los servidores públicos, especialmente 

en una región donde se busca fortalecer la ética en la gestión pública y la 

transparencia. 

A. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 01 

La exigencia de antecedentes penales en convocatorias laborales 

en el sector público está fundamentada en diversos principios legales y 
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doctrinas. Según el principio de idoneidad, recogido en la Constitución 

Política del Perú (artículo 23), toda persona tiene derecho a un empleo 

adecuado, pero también el empleador, en este caso, el Estado, puede 

solicitar requisitos que aseguren la idoneidad moral y profesional del 

postulante. 

Cabanellas de Torres (2007) señala que la solicitud de antecedentes 

penales es una práctica legítima en el ámbito público, pues permite evaluar 

la confiabilidad del candidato. Desde la perspectiva de Ossorio (2004), 

esta práctica se enmarca en la necesidad de proteger el interés general, 

especialmente cuando se trata de roles con responsabilidad en la 

administración de recursos públicos. Es importante destacar el equilibrio 

entre el derecho al trabajo y la no discriminación. La Convención 

Americana sobre Derechos Humanos (artículo 6) y la Ley N.º 26772 en el 

Perú prohíben la discriminación por antecedentes penales, a menos que 

estos estén directamente relacionados con el desempeño del puesto. En 

resumen, la solicitud de antecedentes penales puede ser una medida 

preventiva, pero su implementación debe ser proporcional y razonable 

para evitar vulneraciones de derechos fundamentales. La práctica 

generalizada observada en Puno refleja una tendencia hacia la 

transparencia, aunque es necesario revisar si existen mecanismos 

adecuados de reinserción social para prevenir exclusiones injustificadas. 

El derecho laboral peruano, tal como se desprende de la 

Constitución (1993), prohíbe la discriminación injustificada basada en 

antecedentes penales, salvo cuando la naturaleza del empleo lo justifique. 

Autores como Villegas (2018) argumentan que las restricciones deben ser 

proporcionales y justificadas, respetando el principio de no 

discriminación. La jurisprudencia peruana y los derechos humanos 

internacionales subrayan la importancia de no vulnerar los derechos 

laborales, salvo que haya una relación directa entre los antecedentes y el 

cargo solicitado. 

El artículo 139 de la Constitución Política del Perú establece la 

prohibición de discriminación laboral en función de cualquier condición 



 

44 

personal, incluidos los antecedentes penales, salvo en los casos específicos 

previstos por la ley. En este contexto, la Ley N° 27444. Ley del 

Procedimiento Administrativo General, regula que los antecedentes 

penales solo pueden ser exigidos en los casos en que la naturaleza del 

puesto de trabajo así lo requiera, es decir, cuando sea necesario para 

salvaguardar la seguridad pública o el ejercicio de determinadas funciones. 

Además, la Corte Interamericana de Derechos Humanos, en varios 

casos, ha resaltado la importancia de evitar medidas que, bajo el pretexto 

de garantizar la seguridad, puedan constituir una limitación al derecho de 

trabajo sin justificación suficiente, lo que sería una forma de 

discriminación indirecta. 

Figura 2 

¿Existe perjuicio de parte de las instituciones públicas del estado en la 

región Puno; al solicitarte un certificado de antecedentes penales para 

acceder a un puesto laboral? (ENTREVISTA), a personas que purgan 

condena en libertad 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 02.- En la entrevista que realice a 30 

personas condenadas que se encuentran cumpliendo condena en libertad 

en la región de Puno, se obtuvieron los siguientes resultados 22 personas 
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que representa el (73,3 %) indicaron que los antecedentes penales les han 

causado perjuicio para encontrar empleo mientras que en una minoría de 

5 personas que representa el (16,7 %) mencionaron que no les causa 

perjuicio debido a que trabajan de manera independiente y 3 personas  que 

representa el (10 %) no saben o no opinan, respecto el tema. Estos 

resultados muestran que una mayoría significativa percibe los 

antecedentes penales como un obstáculo en su reinserción laboral. Este 

hecho evidencia un posible desafío para el sistema de reinserción social en 

Puno. 

B. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 02 

La exigencia de antecedentes penales como requisito para acceder 

a un empleo puede constituir una barrera de reinserción social, 

especialmente cuando se aplica de manera indiscriminada. La Convención 

Americana sobre Derechos Humanos y el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales establecen que el derecho al trabajo es 

esencial para la dignidad humana y debe garantizarse sin discriminación. 

Roxin (2014) sostiene que la pena no debe extenderse más allá del 

cumplimiento de la condena, y cualquier medida que afecte la posibilidad 

de reinsertarse en la sociedad podría ser vista como una prolongación de 

la pena, lo cual contraviene los principios de proporcionalidad y 

resocialización. 

Zaffaroni (2007) refuerza esta idea al afirmar que las políticas 

penales deben estar orientadas a la rehabilitación, y no a la perpetuación 

del estigma. La Ley N.º 28860 en Perú, que promueve la reinserción 

laboral de personas con antecedentes penales, refuerza este enfoque, 

indicando que las políticas de contratación deben ser inclusivas y no 

discriminatorias; por lo que los antecedentes penales afectan 

significativamente la posibilidad de reinserción laboral para quienes han 

cumplido su condena, generando exclusión y perpetuando el estigma. Este 

panorama sugiere la necesidad de políticas públicas que fomenten la 

reinserción efectiva y el respeto al principio de resocialización. 
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Figura 3 

¿Existe perjuicio de parte de las instituciones privadas en la región 

Puno; al solicitarte un certificado de antecedentes penales para acceder 

a un puesto laboral? Sector privado (empresas) – revisión documental a 

convocatorias año 2024 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 03.- En la revisión de 30 empresas 

privadas de la región Puno sobre los requisitos para acceder a un puesto 

laboral, se obtuvieron los siguientes resultados: 22 empresas (73,3 %) 

solicitan certificado de antecedentes penales como requisito 8 empresas 

(26,7 %) no solicitan dicho certificado. Estos resultados revelan que una 

mayoría significativa de las empresas privadas en Puno considera 

relevante verificar los antecedentes penales de los postulantes. Esto podría 

estar motivado por la necesidad de minimizar riesgos laborales y proteger 

la integridad de sus operaciones y personal. Sin embargo, también plantea 

interrogantes sobre la equidad y la oportunidad de reinserción laboral para 

personas con antecedentes. 

C. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 03 

La solicitud del certificado de antecedentes penales en el sector 

privado plantea un dilema entre el derecho a la libertad de empresa y el 
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derecho al trabajo sin discriminación. Según la Constitución Política del 

Perú (artículo 26), las relaciones laborales deben ser equitativas y respetar 

los derechos fundamentales de los trabajadores. 

Roxin (2014) argumenta que el estigma social derivado de los 

antecedentes penales no debería prolongarse más allá de la condena, ya 

que contraviene el principio de resocialización. Zaffaroni (2007) añade 

que excluir a personas con antecedentes del mercado laboral limita sus 

posibilidades de reinserción, generando círculos de exclusión social y 

vulnerabilidad económica. En el ámbito privado, la legislación peruana no 

establece una prohibición explícita de solicitar antecedentes penales, pero 

debe aplicarse de manera proporcional y solo cuando el puesto implique 

responsabilidades que justifiquen esta medida, como señala la 

Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su normativa sobre 

políticas inclusivas; si bien el sector privado tiene la libertad de establecer 

requisitos, es esencial que estas prácticas no generen discriminación 

sistemática, sino que se implementen políticas de inclusión y reinserción 

para promover la equidad laboral. 
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4.1.2 Perjuicio académico en la región Puno 2024 

Figura 4 

Existe perjuicio académico en instituciones públicas que causa la 

solicitud de los antecedentes penales en la región Puno 2024, casos 

delitos leves – revisión de convocatorias académicas 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 04.- En el análisis de 25 instituciones 

académicas públicas que ofrecen programas de posgrado en la región Puno 

durante 2024, se obtuvo lo siguiente, por lo que indican 19 instituciones 

que representa el (76 %) que si solicitan el certificado de antecedentes 

penales para acceder a una vacante académica. Mientras que 6 

instituciones que representa el (24 %) no solicitan este certificado, para 

poder acceder a una vacante para poder continuar con estudios de 

posgrado. Claramente estos resultados reflejan una alta tendencia a exigir 

este documento como medida de seguridad en el ámbito académico. La 

solicitud podría responder al interés de las instituciones en garantizar la 

idoneidad ética y profesional de sus estudiantes, especialmente en 

programas de posgrado donde los valores y la integridad cobran especial 

relevancia. 
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A. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 04 

Desde un punto de vista jurídico, la exigencia de antecedentes 

penales en el acceso a programas académicos plantea una cuestión de 

proporcionalidad y no discriminación. La Constitución Política del Perú 

(artículo 13) garantiza el derecho a la educación, mientras que el artículo 

26 prohíbe la discriminación en el acceso a servicios públicos y privados, 

incluyendo la educación superior.  

Zaffaroni (2007) argumenta que extender la exigencia de 

antecedentes penales a ámbitos como la educación puede ser visto como 

una forma de exclusión social que perpetúa la discriminación contra 

quienes ya cumplieron una condena. Asimismo, Roxin (2014) sostiene que 

el derecho a la educación debe ser un vehículo de reinserción social y no 

un instrumento de exclusión. Por otro lado, la Ley Universitaria N.º 30220 

promueve el acceso a la educación superior sin discriminación, y aunque 

no prohíbe explícitamente la solicitud de antecedentes penales, su 

aplicación debe ser razonada, especialmente en programas que no 

implican riesgos directos a terceros; si bien las instituciones académicas 

tienen autonomía para establecer sus requisitos de admisión, deben 

considerar que esta práctica podría afectar el derecho a la educación como 

herramienta de reinserción social, promoviendo políticas educativas más 

inclusivas y no excluyentes. 
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Figura 5 

Existe perjuicio académico en instituciones públicas que causa la 

solicitud de los antecedentes penales en la región Puno 2024, casos 

delitos leves – entrevista a personas que purgan condena en liberta – 

medio libre Puno 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 05.- En la entrevista a 30 personas 

condenadas que están cumpliendo condena en libertad en la región Puno, 

sobre el impacto de los antecedentes penales para acceder a una vacante 

académica, se obtuvo lo siguiente indican 10 personas que representa el 

(33,3%) indicaron que los antecedentes penales les han causado perjuicio 

al buscar una vacante académica en el periodo 2024 y 5 personas que se 

estima el  (16,7%) mencionaron que no les causa perjuicio porque no 

estudian mientras que 15 personas (50%) no saben o no opinan al respecto. 

Estos resultados reflejan que una parte significativa de los entrevistados 

percibe los antecedentes penales como un obstáculo para acceder a 

oportunidades académicas, mientras que una porción menor señala que 

este factor no les afecta, principalmente porque no están buscando 

oportunidades educativas. Además, un porcentaje importante no tiene una 

opinión clara sobre el tema, lo que podría indicar falta de información o 
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conciencia sobre el impacto de los antecedentes penales en el ámbito 

académico. 

B. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 05 

La solicitud de antecedentes penales para acceder a vacantes 

académicas genera interrogantes sobre la discriminación y la 

resocialización. En el ámbito de la educación superior, el acceso debe ser 

garantizado sin discriminación. La Convención Americana sobre 

Derechos Humanos (artículo 13) establece el derecho a la educación como 

un derecho humano fundamental, y la Ley N.º 26772 en el Perú prohíbe la 

discriminación en el acceso a los servicios públicos y privados, lo que 

incluye el ámbito educativo. 

Zaffaroni (2007) señala que la penalización y el estigma derivados 

de los antecedentes penales pueden perpetuar la exclusión social de las 

personas que ya han cumplido con la condena, impidiéndoles aprovechar 

la educación como una herramienta de reinserción. Roxin (2014) también 

refuerza la idea de que el derecho a la educación debe ser un vehículo para 

la rehabilitación social, y no un mecanismo de perpetuación del castigo. 

Además, la Ley Universitaria N.º 30220 promueve el acceso a la 

educación superior y establece principios de no discriminación, aunque no 

menciona específicamente los antecedentes penales como un criterio de 

admisión. Por lo tanto, las políticas académicas que exigen antecedentes 

penales deberían revisarse cuidadosamente para garantizar que no 

obstaculicen el derecho a la educación, especialmente en lo que respecta a 

la reinserción de personas que han cumplido una condena. 
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Figura 6 

Existe perjuicio académico en instituciones privadas (empresas) que 

causa la solicitud de los antecedentes penales en la región Puno 2024, 

casos delitos leves – para acceder a realizar estudios de posgrado 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 06.-  En la revisión de 30 empresas 

privadas en la región Puno, se encontró que: 22 empresas (73,3%) solicitan 

el certificado de antecedentes penales para acceder a una vacante 

académica y 8 empresas académicas de la región que representa el (26,7%) 

no solicitan dicho certificado este resultado muestra que una mayoría 

significativa de las empresas privadas en Puno considera que la solicitud 

de antecedentes penales es relevante al momento de admitir a estudiantes 

o empleados para puestos académicos. Es posible que esta medida se 

adopte como una estrategia para asegurar que los postulantes no tengan 

antecedentes que puedan afectar la seguridad o la reputación de la 

institución. Sin embargo, también puede plantear cuestiones de equidad y 

resocialización para aquellos que han tenido conflictos con la ley, pero que 

están buscando reintegrarse a la vida académica. 
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C. Análisis Jurídico y Doctrina respecto la interpretación N° 05 

Desde el punto de vista jurídico, la solicitud del certificado de 

antecedentes penales por parte del sector privado para vacantes 

académicas puede verse desde diferentes ángulos como el Derecho a la 

educación; la Constitución del Perú, en su artículo 13, establece que la 

educación es un derecho fundamental de todas las personas. Este derecho 

no debe ser condicionado por factores ajenos a la capacidad de aprendizaje 

y la aptitud académica del estudiante, como los antecedentes penales. Por 

lo tanto, imponer este requisito podría limitar el acceso a la educación para 

personas que buscan reintegrarse a la sociedad, lo que podría ir en contra 

del principio de no discriminación. 

Principio de resocialización: La Constitución Política del Perú 

también garantiza la resocialización de las personas condenadas, lo que 

implica que, una vez cumplida su pena, estas personas deberían tener las 

mismas oportunidades para acceder a la educación y a otras actividades 

sociales. Según Zaffaroni (2007), la educación debería ser una herramienta 

para la reinserción social de los individuos, no un obstáculo. Si bien la 

seguridad y la reputación de las instituciones son importantes, no se debe 

anteponer el pasado penal de una persona al derecho que tiene de continuar 

con su formación. 

Libertad de empresa y proporcionalidad: Según Roxin (2014), el 

sector privado tiene libertad para establecer sus propios requisitos, pero la 

solicitud de antecedentes penales debe ser proporcional a la naturaleza del 

puesto o la actividad académica. En el caso de vacantes académicas, la 

solicitud de antecedentes podría considerarse desproporcionada, a menos 

que se trate de áreas relacionadas con la seguridad o la protección de 

menores, aunque el sector privado tiene libertad para establecer ciertos 

requisitos para sus vacantes académicas, es fundamental que estas 

decisiones se tomen de manera que respeten los derechos fundamentales 

de los postulantes, especialmente en lo que respecta a la no discriminación 

y al derecho a la educación. 
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Ferrajoli (2004) uno de los principios fundamentales del derecho a 

la educación es facilitar la reinserción social, y no perpetuar un estigma 

basado en errores pasados. Esto es especialmente relevante en el caso de 

delitos leves, donde las personas han cumplido con su sanción y buscan 

oportunidades de superación y desarrollo personal 

En el ámbito académico, las restricciones relacionadas con 

antecedentes penales no están tan claramente justificadas como en el 

ámbito laboral, salvo en los casos en que la función a desempeñar por la 

persona implique una relación directa con menores de edad o personas 

vulnerables. La Ley Universitaria N° 30220 y otras normativas aplicables 

al sector educativo en Perú no incluyen de manera explícita la 

obligatoriedad de presentar antecedentes penales para el acceso a la 

formación académica o a la docencia, salvo en los casos en los que se 

trabaje con poblaciones vulnerables. 

Tabla 6 

Identificar las restricciones que se evidencian en el proceso de 

reincorporación a la sociedad, como el acceso al derecho laboral en 

instituciones públicas y privadas en la región puno 2024, casos delitos 

leves 

Item Pregunta Restricciones Evidenciadas Laboralmente 

1. 

Acceso 

laboral a 

instituciones 

publicas 

De acuerdo a la investigación la mayoría de 

instituciones públicas causan restricciones para 

su acceso según referencia de las personas 

encuestadas indican que siempre le solicitan 

antecedentes penales como requisito para 

acceder a un puesto de trabajo o una vacante 

académica. 

 

La solicitud de antecedentes penales, incluso en 

casos de delitos leves, se aplica de manera 

generalizada, sin que se justifique 
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Item Pregunta Restricciones Evidenciadas Laboralmente 

necesariamente la relación entre el delito y el 

cargo 

 

Se evidencia una restricción general que podría 

estar vulnerando el derecho al trabajo y a la 

reinserción social de personas con antecedentes 

por delitos leves 

 

Estas restricciones son desproporcionadas, sobre 

todo cuando no se requiere salvaguardar la 

seguridad pública o proteger intereses 

específicos relacionados con la función labora. 

 

 

INTERPRETACIÓN N° 07. - De la tabla demostrativa podemos 

evidenciar que las restricciones en instituciones públicas establecen como 

requisito no tener antecedentes penales para acceder a determinados 

puestos laborales. Esta restricción se basa según la indagación que se 

realizó en la investigación a normativa nacional de acuerdo a la ley servir 

y en algunos casos se da de acuerdo a políticas internas de la entidad y 

puede estar relacionada con la naturaleza del puesto o la actividad 

académica en la que se evidencia que un alto índice  de solicitud de dicho 

documento en las instituciones analizadas; si solicitan de manera 

prioritaria el no poseer antecedentes penales, indicadores que demuestran 

restricción para el acceso a puestos laborales y académicos en la región 

Puno. 
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Tabla 7 

Identificar las restricciones que se evidencian en el proceso de 

reincorporación a la sociedad, como el acceso al derecho a la educación 

en instituciones públicas y privadas en la región puno 2024, casos 

delitos leves 

Ítem Pregunta Restricciones Evidenciadas Académicas 

1. 

Acceso 

académico a 

instituciones 

publicas 

Instituciones encuestadas y personas 

entrevistadas refieren que siempre se les 

exigen no tener antecedentes penales como 

requisito para el acceso a oportunidades 

académicas. 

La exigencia de antecedentes para casos de 

delitos leves puede ser desproporcionada, dado 

que la naturaleza de los antecedentes no 

siempre guarda relación con la actividad 

académica 

Estas restricciones limitan el acceso a la 

educación y dificultan la reinserción social y 

académica de personas que han sido 

condenadas por delitos leves y buscan 

superación personal 

Se observa una falta de enfoque en la 

rehabilitación social, lo cual contraviene los 

principios de reinserción y desarrollo personal 

promovidos por la legislación educativa y de 

derechos humanos 

 

D. Interpretación N° 08.- Acceso académico 

En el ámbito académico, la exigencia de antecedentes penales está 

presente en 20 de las 30 instituciones encuestadas. Esta práctica limita el 

acceso a la educación y a la formación profesional, afectando la capacidad 

de reinserción y superación de las personas con antecedentes penales. Las 

instituciones parecen aplicar esta medida de manera automática, sin 
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realizar un análisis de la relación entre los antecedentes y las funciones 

académicas, lo que podría considerarse una medida discriminatoria. Este 

enfoque no solo obstaculiza el desarrollo personal y profesional de los 

exconvictos, sino que también perpetúa la exclusión social y dificulta su 

rehabilitación efectiva. 

4.1.3 Derecho comparado respecto a antecedentes penales en el mundo.  

A. Australia  

Según Naylor (2011) el sistema penal australiano se centra en la 

retribución, la protección de la comunidad y la rehabilitación, aunque esta 

última recibe menos atención en el discurso público. La Constitución 

australiana, de naturaleza procesal, no incluye una declaración de 

principios o derechos fundamentales, lo que limita el desarrollo de 

legislación específica para la protección de los derechos humanos y la 

reinserción de los delincuentes. 

La responsabilidad de los asuntos penales recae tanto en los 

estados como en el gobierno federal, y la gestión de los antecedentes 

penales (AP) corresponde a la policía de cada jurisdicción. Estos registros 

incluyen condenas, sanciones, citaciones y casos en trámite, los cuales se 

utilizan en investigaciones policiales y en decisiones judiciales sobre 

libertades y sentencias. Además, los tribunales registran casos y 

sentencias, los cuales son accesibles al público con autorización judicial, 

lo que refuerza el principio de transparencia en la justicia penal, la justicia 

no solo debe hacerse, sino mostrarse. La libertad en los regímenes de 

información se basa en el derecho de los ciudadanos a acceder a la 

información que el Estado posee sobre ellos, incluyendo la posibilidad de 

corregir datos incorrectos. 

En Australia, los antecedentes penales se consideran información 

personal y están protegidos por leyes de privacidad, restringiendo su 

acceso a terceros dependiendo de la finalidad, la agencia solicitante, el tipo 

de delito y la legislación aplicable. En algunos estados, los antecedentes 



 

58 

penales son requeridos para acceder a empleo, visas, seguros, trabajos 

voluntarios, licencias o para uso personal. 

En el estado de Victoria, por ejemplo, incluso los delitos menores, 

que no deberían generar antecedentes penales, se divulgan, a pesar de que 

están orientados a ayudar al imputado. La policía de Victoria sugiere a los 

empleadores que consideren los antecedentes como un factor dentro de 

una evaluación integral que contemple la idoneidad y el tipo de empleo. 

En Australia, la libertad de contrato permite a los empleadores solicitar 

información sobre antecedentes penales, y esta práctica ha aumentado 

debido al entorno político punitivo y a la creciente preocupación por la 

seguridad. Algunos empleos requieren certificados de antecedentes 

penales, mientras que otros simplemente permiten solicitarlos sin 

establecer pautas claras para su evaluación. En sectores que implican 

contacto con menores, las restricciones son más estrictas. 

El régimen de spent convictions; permite que condenas menores 

sean ignoradas tras 10 años, permitiendo a los titulares no revelarlas, 

aunque este sistema no está uniformemente adoptado en todos los estados. 

Esto puede generar riesgos laborales, ya que, si los AP salen a la luz, 

podrían cuestionarse la “honradez” del empleado, un valor central en la 

sociedad australiana 

B. España  

En el sistema penal, el derecho a la resocialización es fundamental 

y está respaldado por los artículos 1 y 2 de la Ley Fundamental 

(Grundgesetz). Estos artículos garantizan la dignidad humana y la libertad, 

y forman la base para un enfoque equilibrado que regula el uso de los 

antecedentes penales (AP) para asegurar que los derechos individuales no 

sean vulnerados mientras se protegen los intereses de la comunidad. 

La resocialización, según la jurisprudencia alemana, no solo es un 

principio pasivo, sino una obligación activa del Estado. Esto se traduce en 

prácticas como la provisión de condiciones carcelarias adecuadas y una 

gestión restrictiva de los registros de AP, para evitar la estigmatización 
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permanente de los individuos que han cumplido su condena. De esta 

manera, el sistema alemán promueve la reinserción social al eliminar de 

los registros las condenas menores o las sentencias antiguas, siempre que 

no haya reincidencia en un período determinado. 

Desde 1972 el Registro Central Federal; centraliza la información 

penal, lo que permite un control más estricto sobre el acceso a estos 

registros. El acceso a la información del registro está limitado a las 

autoridades específicas, como la policía y los tribunales, y se regula para 

evitar el uso indebido de los antecedentes penales. Desde 2007, el 

Bundeszentralregister ha sido gestionado por la Oficina Federal de 

Justicia, que supervisa la manera en que los AP se utilizan en sectores 

sensibles como el cuidado infantil, la seguridad pública y otros ámbitos 

donde la protección de las personas vulnerables es esencial. 

Este enfoque busca equilibrar la necesidad de seguridad y 

protección de la sociedad con el derecho de los individuos a ser 

rehabilitados y reintegrados, garantizando así que no sean discriminados 

injustamente debido a su pasado penal. 

C. Inglaterra  

Nicky Padfield (2011) señala que el concepto de “rehabilitación 

judicial” en Inglaterra tiene escaso significado actual, ya que la legislación 

se centra en la divulgación de antecedentes penales (AP) para priorizar la 

protección pública y de personas vulnerables. El registro de AP en 

Inglaterra tiene una larga historia, desde las leyes de 1869 y 1871, que 

originaron los registros policiales, hasta la creación de la Criminal Record 

Office en 1913 y el desarrollo del sistema moderno gestionado por la 

Policía Nacional de Informática (PNC). Este sistema incluye no solo 

condenas, sino también reprimendas, advertencias y “final warnings”.  La 

Ley de Policía de 1997 introdujo un régimen de divulgación para quienes 

trabajan con niños o adultos vulnerables, gestionado por la Criminal 

Records Bureau, que actúa como intermediaria entre los registros 

policiales y usuarios externos. También existen bases de datos específicas, 

como el Registro de Delincuentes Sexuales y VISOR, administrados por 
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la policía y accesibles a servicios penitenciarios y de libertad condicional. 

Los AP son utilizados ampliamente: en investigaciones policiales, juicios, 

sentencias, categorización de seguridad en cárceles, e informes para 

libertad condicional. Fuera del sistema penal, son accesibles para 

procedimientos civiles, evaluación de indemnizaciones a víctimas y vetos 

laborales en sectores como seguridad, transporte o comercio de alcohol. 

Además, los tribunales penales hacen públicas las decisiones y trabajan 

con los medios para difundir condenas y penas, buscando máxima 

transparencia y difusión. 

D. EE. UU. 

En Estados Unidos, los antecedentes penales no están 

centralizados, sino que son gestionados por cada estado y coordinados por 

el FBI a través de sistemas especializados; aunque no están disponibles al 

público general, leyes federales y estatales permiten a diversas entidades 

acceder a ellos, reflejando una cultura de transparencia judicial respaldada 

por la Primera Enmienda. Esto facilita la difusión pública de información 

sobre condenas, incluso a través de medios privados, y refuerza un 

enfoque de prevención y retribución del delito, pero también plantea 

desafíos para la reintegración de exdelincuentes, dificultando su acceso a 

empleo y oportunidades, en un contexto donde el derecho a la 

rehabilitación no está legalmente reconocido. La discriminación contra ex 

prisioneros en EE.UU. tiene respaldo legal y ha incrementado su impacto 

desde los años 80, con exclusiones automáticas de derechos como acceso 

a vivienda, alimentos, educación y voto, fundamentadas en condenas 

penales. Aunque 33 estados cuentan con leyes que limitan esta 

discriminación exigiendo una conexión directa entre la condena y el 

empleo, las barreras persisten. En 2007, la Second Chance Act buscó 

reducir la reincidencia y apoyar la reintegración social de los 650,000 

reclusos liberados anualmente de cárceles federales, enfrentando 

problemas como desempleo, falta de vivienda y adicciones, con 

financiamiento a programas comunitarios enfocados en empleo, salud 

mental y reunificación familiar. 
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E. Francia 

En Francia, los antecedentes penales (AP) se gestionan a través del 

National Judicial Record, un sistema centralizado y estrictamente regulado 

que divide los registros en tres boletines con distintos niveles de acceso. 

Solo los tribunales pueden consultar el Boletín 1, mientras que el Boletín 

2 está reservado para administraciones y servicios públicos, y el Boletín 3 

solo es accesible por la persona interesada, aunque suele ser requerido por 

empleadores del sector privado para trabajos de alta confianza o regulados 

legalmente. Francia prioriza la privacidad y la reinserción social, 

limitando el acceso a los AP para evitar obstáculos al empleo y promover 

la resocialización. Además, su enfoque incluye un respeto al “derecho al 

olvido”, permitiendo que, tras cumplir su condena y llevar una vida 

normal, las personas puedan reintegrarse plenamente en la sociedad. 

F. Alemania 

En el sistema alemán, el derecho a la resocialización es un 

principio fundamental que se basa en los artículos 1 y 2 de la Ley 

Fundamental (Grundgesetz). Estos artículos garantizan la dignidad 

humana y la libertad de los individuos, estableciendo un marco en el cual 

los intereses de la comunidad y los derechos individuales se equilibran. En 

este contexto, la resocialización no es solo una obligación pasiva del 

Estado, sino una responsabilidad activa que se refleja en diversas medidas 

y políticas públicas. 

Uno de los aspectos clave es la gestión adecuada de los 

antecedentes penales (AP), que se regula de manera restrictiva para 

proteger la privacidad y la rehabilitación de las personas. En el ámbito 

penitenciario, esto se traduce en condiciones carcelarias adecuadas que 

favorecen la rehabilitación y la reintegración de los reclusos a la sociedad. 

Además, los registros de antecedentes penales se gestionan de forma 

restrictiva, limitando su acceso para evitar que se utilicen de manera 

discriminatoria en el futuro de las personas que han cumplido su condena. 
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Este enfoque busca asegurar que las personas que han cumplido su 

pena y se han rehabilitado tengan la oportunidad de reintegrarse 

plenamente a la sociedad sin ser estigmatizadas por su pasado delictivo. 

La jurisprudencia alemana ha desarrollado este derecho a la 

resocialización como una obligación estatal activa, promoviendo así una 

justicia que no solo castiga, sino que también busca la rehabilitación y 

reinserción de los individuos, garantizando un equilibrio entre la 

protección de la comunidad y los derechos fundamentales de las 

personas.El sistema alemán limita el acceso a dichos registros, protege 

contra estigmatización y promueve la reinserción eliminando condenas 

menores y antiguas tras periodos sin reincidencia. Desde 1972, el 

Bundeszentralregister centraliza la información penal, accesible solo para 

autoridades específicas, y desde 2007 es gestionado por la Oficina Federal 

de Justicia, regulando el uso de los AP en sectores sensibles como el 

cuidado infantil y la seguridad pública. 

G. Perú 

En el Perú, el sistema de antecedentes penales está regulado 

principalmente por el Código Penal y la Ley N.º 28.016 (Ley que regula 

el registro de antecedentes penales), junto con el sistema de Registros 

Públicos. El sistema permite que las personas que han sido condenadas 

penalmente o sometidas a algún procedimiento judicial relacionado con 

delitos tengan su información registrada, y este registro puede ser 

consultado por diversas entidades para fines específicos, como el empleo 

público y privado, o para obtener ciertos beneficios jurídicos. El Registro 

de Antecedentes Penales es administrado por el Ministerio Público a través 

de la Dirección General de Registros Públicos y tiene como objetivo 

verificar si una persona ha sido condenada por un delito o si ha sido 

sometida a un proceso penal. Para solicitar un certificado de antecedentes 

penales, la persona interesada debe presentar su DNI y cumplir con los 

requisitos establecidos, y este documento es utilizado por empleadores, 

instituciones públicas, entidades financieras y otros organismos para 

evaluar la idoneidad de una persona en diversos contextos. En cuanto a la 

eliminación de antecedentes, el sistema peruano establece plazos de 
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prescripción, de acuerdo con la gravedad de los delitos cometidos. Los 

antecedentes penales pueden ser cancelados después de un periodo sin 

reincidencia, aunque ciertos delitos graves, como los relacionados con 

terrorismo o corrupción, pueden tener una duración más extensa en el 

registro. La cancelación o eliminación de antecedentes penales está 

regulada en el artículo 121 del Código Penal, que establece las condiciones 

para que una persona pueda quedar libre de este registro tras haber 

cumplido una sentencia y sin haber reincidido en el delito. 

4.2 Discusión  

En efecto, la solicitud de antecedentes penales debe ser una medida proporcional 

y justificada, especialmente cuando se trata de delitos leves que no guardan relación 

directa con las funciones académicas o laborales que la persona desea desempeñar. La 

Constitución peruana y la Convención Americana sobre Derechos Humanos protegen el 

principio de igualdad y no discriminación, lo que implica que las personas rehabilitadas 

no deben ser excluidas injustamente de sus derechos fundamentales, como el acceso a la 

educación o al trabajo, debido a antecedentes penales que ya han sido cumplidos y 

superados. 

Villegas (2018) destaca la necesidad de que la aplicación de estas medidas se 

realice de manera excepcional y solo cuando haya una justificación razonable. En el 

ámbito académico, la exigencia de antecedentes penales puede, en muchos casos, 

constituir un obstáculo innecesario para la educación y la reintegración social de las 

personas. La educación tiene una función esencial en el desarrollo integral y la superación 

personal, y limitar el acceso de personas rehabilitadas puede perpetuar la estigmatización, 

contradiciendo el propósito de la resocialización. El principio de proporcionalidad, como 

menciona y señala que las restricciones deben ser razonables y estar directamente 

relacionadas con la naturaleza del cargo o función a desempeñar. En el caso de delitos 

menores, exigir antecedentes penales puede resultar desproporcionado, ya que no existe 

una relación directa entre el pasado delictivo y las competencias requeridas para muchos 

empleos o actividades académicas. Además, al restringir el acceso de personas 

rehabilitadas a estos derechos, se corre el riesgo de fomentar la exclusión social y 

profesional, limitando su capacidad de reintegrarse plenamente a la sociedad. 
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Por lo tanto, se hace necesario revisar las políticas y prácticas de solicitud de 

antecedentes penales para asegurarse de que no se conviertan en barreras injustificadas 

para la inclusión y la rehabilitación de las personas que han cumplido su condena, 

favoreciendo una reinserción social exitosa y respetando los derechos fundamentales de 

cada individuo. 

4.2.1 Discusión respecto a restricciones en instituciones públicas y 

académicas 

Las restricciones impuestas por las instituciones públicas y académicas en 

la región de Puno, que exigen la inexistencia de antecedentes penales para acceder 

a ciertos puestos laborales o programas académicos, reflejan una tendencia común 

en las políticas institucionales. Como se señala en la investigación, un 97 % de las 

instituciones analizadas imponen este requisito, lo que resalta la prevalencia de 

esta práctica, aunque no siempre de manera justificada. Este hallazgo está en línea 

con lo que diversos estudios han evidenciado: muchas organizaciones adoptan 

políticas restrictivas sin considerar adecuadamente el impacto que estas pueden 

tener en la reintegración social de las personas afectadas (Aguayo, 2020). 

Villegas (2018) aborda una reflexión crítica sobre las restricciones 

impuestas a personas con antecedentes penales en el ámbito académico y laboral, 

destacando que estas medidas deben ser excepcionales y fundamentadas en una 

justificación razonable. En su análisis, Villegas plantea que la exigencia de 

antecedentes penales en muchas situaciones, especialmente en el contexto 

educativo, puede constituir un obstáculo innecesario para el desarrollo integral y 

la reintegración social de individuos que han cumplido con su condena y buscan 

reconstruir sus vidas. 

Uno de los puntos clave que menciona Villegas es el principio de 

proporcionalidad, un concepto fundamental en la teoría del derecho que establece 

que las restricciones a los derechos de una persona deben ser razonables, 

justificadas y proporcionalmente relacionadas con el objetivo que se busca 

alcanzar. Este principio implica que las medidas tomadas no deben ser excesivas 

ni desproporcionadas respecto al fin que se pretende lograr. En el caso de personas 

rehabilitadas, especialmente aquellas que han cometido delitos menores, la 

exigencia de antecedentes penales como requisito académico o profesional podría 
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resultar desproporcionada, pues no existe una relación directa entre el delito 

cometido y las competencias necesarias para acceder a la educación o desempeñar 

ciertas funciones en el ámbito laboral. 

Villegas subraya que la educación tiene una función esencial en el 

desarrollo humano, permitiendo a los individuos superar situaciones de 

vulnerabilidad y marginación. De esta manera, el acceso a la educación y a 

oportunidades laborales no solo favorece a la persona, sino también a la sociedad 

en su conjunto, al promover la reintegración social de personas que han cumplido 

con su sanción. Al limitar el acceso de personas rehabilitadas a estas 

oportunidades, se perpetúa el estigma social y se contraviene el propósito de la 

resocialización, que debe centrarse en la reintegración efectiva de estas personas 

a la sociedad. 

El autor también hace hincapié en los riesgos de exclusión social y 

profesional que surgen al imponer barreras innecesarias a personas rehabilitadas, 

las cuales, al verse limitadas en su acceso a la educación y el empleo, pueden caer 

nuevamente en situaciones de vulnerabilidad y, en algunos casos, reincidir en 

conductas delictivas. Por ello, Villegas argumenta que el Estado y las instituciones 

deben adoptar una postura más inclusiva, promoviendo políticas que favorezcan 

la integración y la igualdad de oportunidades para aquellos que han cumplido con 

su pena y buscan reintegrarse plenamente a la sociedad. 

 Villegas (2018) defiende que las restricciones basadas en antecedentes 

penales deben ser excepcionales y justificadas, y que, en muchos casos, 

especialmente en delitos menores, exigir estos antecedentes en el ámbito 

académico y profesional puede resultar desproporcionado, contrario a los 

principios de resocialización y rehabilitación. Esto contribuye a la exclusión 

social y limita las oportunidades de las personas para reinsertarse plenamente en 

la sociedad. 

Según Castro (2019) el problema radica en que estas políticas excluyen a 

las personas con antecedentes penales de manera automática, sin un análisis 

adecuado de si el delito cometido guarda relación con las funciones que 

desempeñará la persona en el empleo o el programa educativo. Esto contribuye a 

la perpetuación de estigmas sociales y a la marginalización de quienes han 
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cumplido con su condena, obstaculizando su reintegración. La falta de un análisis 

más matizado, como se observa en el caso de las 20 de 30 instituciones educativas 

en Puno que imponen estas restricciones, refleja la necesidad de una revisión 

crítica y fundamentada de estas políticas. 

Castro (2019) sugiere que la exclusión de personas con antecedentes 

penales en el ámbito académico no solo limita su acceso a la educación, sino que 

también dificulta su rehabilitación. La educación y la capacitación son 

herramientas clave para la reintegración efectiva de estas personas en la sociedad. 

La teoría de la justicia restaurativa resalta que el perdón social y la reintegración 

son fundamentales para reducir la reincidencia y fomentar una sociedad más justa, 

lo que implica que las políticas de exclusión académica y laboral deberían ser 

revisadas y ajustadas para no obstaculizar estos procesos. 

Además, es esencial considerar que las políticas discriminatorias basadas 

en antecedentes penales pueden contravenir principios legales de igualdad y no 

discriminación establecidos en la legislación nacional e internacional. Como 

apunta Hernández (2021) la Ley Servir y otras normativas nacionales requieren 

que las restricciones sean justificadas por la naturaleza del puesto o programa, y 

no sean aplicadas de manera indiscriminada. La automatización de la solicitud de 

antecedentes penales puede ser contraria a los principios de igualdad y no 

discriminación. 

Las políticas de restricción basadas en antecedentes penales, aunque bien 

intencionadas en algunos casos, deben ser revisadas y ajustadas para no impedir 

la rehabilitación y reintegración de las personas que han cumplido su condena. 

Esto requerirá una evaluación más profunda, equilibrando la seguridad y los 

derechos fundamentales, y promoviendo un sistema que favorezca la inclusión y 

la equidad por ello se sugiere implementar sistemas de apoyo postpenitenciario, 

como la orientación laboral y el acompañamiento psicológico, para facilitar la 

transición de las personas que hayan purgado una pena al mercado laboral. 
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CONCLUSIONES 

PRIMERO: La exigencia de certificados de antecedentes penales en la región Puno 

durante 2024 ha generado exclusión laboral y académica significativa. 

Según los resultados, el 91,8 % de las convocatorias en instituciones 

públicas y el 76 % en privadas requieren este documento, afectando a 

personas con antecedentes penales leves o con condena suspendida. El 

73,3 % de los entrevistados afirmó no tener acceso laboral ni académico, 

lo que evidencia un impacto negativo en la percepción de equidad en el 

acceso a oportunidades. Solo el 13 % no se ve afectado, posiblemente 

porque pertenecen a sectores informales donde no se exige este requisito. 

SEGUNDO: El análisis muestra un perjuicio claro por parte de las instituciones 

públicas, con un 97 % de las mismas solicitando certificados de 

antecedentes penales, lo que excluye a personas con delitos menores del 

mercado laboral y académico. De 30 encuestados con antecedentes, el 97 

% indicó haber tenido problemas para acceder al sistema educativo. Esto 

perpetúa la marginación social y aumenta el riesgo de reincidencia, 

contraviniendo los principios de reintegración y rehabilitación respaldados 

por la legislación peruana y los principios internacionales de derechos 

humanos. 

TERCERO: La solicitud indiscriminada de antecedentes penales, observada en el 97 % 

de las instituciones públicas, limita el acceso al empleo formal y 

contradice los principios de rehabilitación social. Si bien esta medida 

busca garantizar seguridad, puede excluir a empleados potencialmente 

valiosos. Las empresas privadas también aplican este requisito en un 73,3 

% de los casos, lo que refuerza la exclusión social. Se recomienda 

implementar políticas graduales y justificadas, acompañadas de 

programas de reintegración y sensibilización sobre la importancia de dar 

segundas oportunidades 
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RECOMENDACIONES 

PRIMERO: La investigación recomienda que se implementen políticas adecuadas en 

la selección de personal, evitando la estigmatización de personas con 

antecedentes penales. Es esencial fomentar el principio de 

proporcionalidad en el uso de este requisito, protegiendo el derecho al 

trabajo y la educación en las instituciones públicas laborales y académicas 

de la región de Puno. Se sugiere reconsiderar la obligatoriedad del 

requerimiento de antecedentes penales para puestos laborales y 

académicos en el caso de los delitos leves, dado que esta práctica puede 

ser una barrera injustificada para la reintegración de personas 

rehabilitadas. Además, se propone implementar políticas que promuevan 

la inclusión y la reintegración, evaluando a los candidatos de manera 

integral y holística en lugar de basarse únicamente en los antecedentes 

penales. De esta forma, las instituciones públicas y académicas podrán 

valorar las capacidades y cualidades del individuo en su totalidad, 

promoviendo una verdadera oportunidad para la reintegración social y 

laboral. 

SEGUNDO: Las políticas de contratación en instituciones públicas de la Región de 

Puno deben ser revisadas para mitigar el impacto negativo que la exigencia 

generalizada del certificado de antecedentes penales puede tener en la 

rehabilitación y reintegración social de personas con antecedentes penales. 

La solicitud de estos antecedentes debería ser gradual y estar claramente 

vinculada con la naturaleza del puesto, evitando su aplicación 

indiscriminada para todos los cargos. Se recomienda implementar 

programas de reintegración laboral específicos para personas con 

antecedentes penales, con el fin de proporcionarles oportunidades reales 

de empleo y reducir la reincidencia en actividades delictivas. Además, es 

crucial desarrollar campañas de sensibilización dirigidas tanto a 

empleadores como a la sociedad en general para promover la importancia 

de dar segundas oportunidades, garantizando así un equilibrio entre la 

seguridad y la inclusión social. 
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TERCERO:  Las instituciones públicas deben adoptar un enfoque más flexible y 

justificado para la solicitud de antecedentes penales. La petición de estos 

antecedentes debería ser gradual y estar claramente relacionada con la 

naturaleza del puesto. Se recomienda también implementar programas de 

reintegración laboral para personas con antecedentes penales y desarrollar 

campañas de sensibilización para promover la importancia de dar 

segundas oportunidades, garantizando así un equilibrio entre la seguridad 

y la inclusión. Para ciertos puestos laborales, especialmente aquellos que 

implican manejo de fondos, seguridad, atención a menores o personas 

vulnerables, entre otros, es habitual solicitar el certificado de antecedentes 

penales para garantizar la integridad y la idoneidad del postulante. 
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ANEXOS 

Anexo 1. Propuesta   

 

ITEM 

 

ASPECTO 

 

PROPUESTA NOVEDOSA 

 

1 
Revisión de políticas 

institucionales 

Proponer una revisión integral de las 

políticas de contratación y admisión 

académica, evaluando si las restricciones 

por antecedentes penales están justificadas 

de acuerdo con la naturaleza del puesto o 

programa académico. Las instituciones 

deben evitar la aplicación automática de 

estas medidas 

2 
Enfoque de justicia 

restaurativa 

Implementar programas de justicia 

restaurativa que permitan la reintegración 

social y profesional de las personas con 

antecedentes penales. Esto puede incluir 

oportunidades de educación, capacitación 

laboral y servicios de apoyo psicológico. 

3 
Evaluación Caso por 

Caso 

Proponer una normativa que obligue a las 

instituciones públicas y académicas a 

realizar una evaluación individualizada de 

cada solicitante con antecedentes penales, 

considerando la naturaleza del delito, el 

tiempo transcurrido y las acciones de 

rehabilitación 

4 

Formación y 

Capacitación para 

Instituciones 

Establecer programas de formación sobre 

derechos humanos, no discriminación y 

reinserción para los responsables de la 

contratación y admisión en las 

instituciones. Esto asegurará un enfoque 

más inclusivo y equitativa. 
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5 
Creación de Incentivos 

para la Contratación 

Proponer incentivos fiscales o programas 

de apoyo económico para las empresas o 

instituciones que contraten personas con 

antecedentes penales, fomentando la 

responsabilidad social empresarial y la 

reinserción. 

6 
Acompañamiento y 

Seguimiento 

Crear programas de acompañamiento y 

seguimiento para personas con 

antecedentes penales que ingresan a 

instituciones laborales o académicas, 

ofreciendo tutoría y orientación continua 

para facilitar su integración. 

7 
Marco Normativo 

Actualizado 

Promover la actualización de la Ley Servir 

y otras normativas relacionadas, 

incorporando principios de justicia social, 

igualdad de oportunidades y rehabilitación 

para personas con antecedentes penales. 

8 
Campañas de 

Sensibilización Social 

Desarrollar campañas públicas para 

sensibilizar a la sociedad sobre la 

importancia de la reinserción social y 

combatir el estigma hacia las personas con 

antecedentes penales, involucrando medios 

de comunicación y redes sociales. 

Fuente: Tabla realizada por el investigador 
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Anexo 2. Ficha de recolección de información 

Tipo de institución pública o privada en la región Puno. 

Solicitud de Antecedentes Penales: 

1. ¿Se solicita la presentación de antecedentes penales como requisito para la 

postulación? (Sí/No) 

2. ¿En qué etapa del proceso de selección se solicita la presentación de 

antecedentes penales?  

3. ¿Se especifica el tipo de antecedentes penales que se requieren? 

4. ¿Se establece un plazo para la presentación de los antecedentes penales? 

5. ¿Se menciona la posibilidad de que la falta de presentación de antecedentes 

penales sea motivo de descalificación? 

6. ¿Se indica el procedimiento para la verificación de los antecedentes penales?  

7. ¿Se especifica el tratamiento que se le dará a la información de los antecedentes 

penales? 

Marco Legal y Normativo: 

1. ¿Se menciona la normativa legal que fundamenta la solicitud de antecedentes 

penales?  

2. ¿Se menciona la finalidad de la solicitud de antecedentes penales?  

Impacto y Consideraciones Éticas: 

1. ¿Se considera el impacto potencial de la solicitud de antecedentes penales en la 

participación de las personas en la convocatoria? 

2. ¿Se mencionan medidas para garantizar la privacidad y confidencialidad de la 

información de los antecedentes penales? 

3. ¿Se considera la posibilidad de que la solicitud de antecedentes penales sea 

discriminatoria o desproporcionada? 

4. ¿Se ofrece información sobre los derechos de los postulantes en relación con la 

solicitud de antecedentes penales?  

Análisis Comparativo: 

1. ¿Cómo se compara la solicitud de antecedentes penales en esta convocatoria con 

otras convocatorias similares? 
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2. ¿Existen buenas prácticas o estándares internacionales en relación con la 

solicitud de antecedentes penales en procesos de selección? 

3. ¿Se recogen opiniones o experiencias de postulantes o expertos en relación con 

la solicitud de antecedentes penales? 

4. ¿Se considera la posibilidad de realizar una encuesta o un estudio de opinión 

sobre la solicitud de antecedentes penales? 

 

FICHA DE RECOLECCIÓN DE DATOS DE PERJUDICADOS 

SENTENCIADOS 

Sección 1: Datos personales 

1. Edad: 

2. Género: 

3. Nivel de educación alcanzado: 

   - Primaria 

   - Secundaria 

   - Técnico 

   - Universitario 

   - Postgrado 

4. Situación laboral actual: 

   - Empleado/a 

   - Desempleado/a 

   - Independiente 

5. Sector en el que trabaja (si aplica): 

   - Público 

   - Privado 

6. Estado civil: 

   - Soltero/a 

   - Casado/a 

   - Divorciado/a 

   - Otro 

Sección 2: Experiencia con antecedentes penales 

7. ¿Alguna vez ha sido condenado por un delito leve? 

   - Sí 

   - No 

8. Si la respuesta es “Sí”, ¿cuál fue el tipo de delito? (describir brevemente). 

9. ¿Cuánto tiempo ha pasado desde la condena? 

   - Menos de 1 año 

   - 1-3 años 

   - Más de 3 años 

Sección 3: Impacto en oportunidades laborales 

10. ¿Cree que sus antecedentes penales han afectado sus oportunidades laborales? 
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   - Sí    - No 

11. Si la respuesta es “Sí”, ¿de qué manera? 

   - Rechazo en procesos de selección 

   - Dificultad para ser promovido/a 

   - Despido o pérdida de empleo 

   - Otros (especificar) 

12. ¿Ha postulado a alguna institución pública o privada desde que tiene antecedentes 

penales? 

   

- Sí    - No 

13. ¿Ha sido rechazado en un empleo por sus antecedentes penales? 

   

- Sí    - No 

Sección 4: Impacto en oportunidades académicas 

14. ¿Cree que sus antecedentes penales han afectado sus oportunidades académicas? 

   - Sí    - No 

15. Si la respuesta es “Sí”, ¿de qué manera? 

   - Rechazo en universidades o institutos 

   - Dificultad para obtener becas 

   - Otros (especificar) 

Sección 5: Percepción sobre los antecedentes penales y la reintegración 

16. ¿Considera que los antecedentes penales deberían ser eliminados después de cierto 

tiempo en casos de delitos leves? 

   

- Sí    - No 

17. ¿Cree que las instituciones deberían ofrecer más oportunidades para personas con 

antecedentes penales leves? 

   - Sí    - No 

18. ¿Qué medidas cree que podrían tomarse para facilitar la reintegración laboral o 

académica de personas con antecedentes penales leves?  
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Anexo 3. Carta de presentación a institución donde se realizó la investigación 
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Anexo 4. Convocatorias del sector público laboral y académico 

INSTITUCION

ES PÚBLICAS 

(convocatoria 

laboral en la 

región Puno - 

2024) 

 

Solicitud de antecedentes penales  

POLICIA 

NACIONAL 

DEL PERU 
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GOBIERNO 

REGIONAL 

PUNO 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

82 

MINISTERIO 

DE 

EDUCACIÓN 

PUNO 

 



 

83 

AUTORIDAD 

NACIONAL 

DEL AGUA 

PUNO 

 

GOBIERNO 

REGIONAL DE 

PUNO 2024 

 



 

84 

 



 

85 

OFICINA 

NACIONAL DE 

PROCESOS 

ELECTORALE

S PUNO 

 

 



 

86 

ESSALUD 

PUNO 

 

MUNICIPALID

AD 

PROVINCIAL 

DE  PUNO 

 



 

87 

SUNAT - PUNO 

 



 

88 

PODER 

JUDICIAL 

PUNO 

 



 

89 

 



 

90 

 



 

91 

INSTITUTO 

PERUANO 

DEL DEPORTE 

PUNO 

 



 

92 

 



 

93 

SERNANP 

  



 

94 

 

 

 

 



 

95 

BANCO 

CENTRAL DE 

RESERVA 

PUNO  

 



 

96 

ELECTRO 

PUNO 

 



 

97 

UNA PUNO 

 



 

98 

BANCO DE LA 

NACIÓN 

PUNO 

 



 

99 

 



 

100 

HOSPITAL 

MANUEL 

NUÑEZ 

BUTRON 

PUNO 

 



 

101 

MINISTERIO 

DE 

INCLUSION 

SOCIAL  

 



 

102 

 



 

103 

SENASA 

PUNO 

 



 

104 

INEI ´PUNO  

 



 

105 

 



 

106 

MINISTERIO 

DE 

TRASPORTES 

Y 

COMUNICACI

ONES PUNO 

 



 

107 

 



 

108 

SUPERINTEN

DENCIA 

NACIONAL DE 

FISCALIZACI

ON PUNO 

 

SUNAFIL 

 



 

109 

 



 

110 

SUNAT PUNO 

 



 

111 

 



 

112 

OPSITEL 

PUNO 

 



 

113 

SUNARP 

PUNO 

 



 

114 

CONTRALORI

A PUNO 

 



 

115 

 



 

116 

DEFENSORIA 

DEL PUEBLO 

PUNO 

 



 

117 

BCP PUNO 

 



 

118 

SEAL PUNO 

 



 

119 

 



 

120 

EMPRESA 

CONSULTORA 

DE 

PROYECTOS 

PUNO 

 



 

121 

PLAZA VEA 

PUNO 

 



 

122 

 



 

123 

MI BANCO 

PUNO 

 

PARADISE 

HOTEL PUNO 

 



 

124 

EMPRESA 

SAN GABAN 

PUNO 

 



 

125 

EXPLOMIN 

PUNO 

 



 

126 

EMPRESAS 

PRIVADAS 

PUNO 

 



 

127 

 

 



 

128 

 

 



 

129 

BANCO 

SCOTIBANK 

PUNO 

 



 

130 

HOTEL 

SONESTA 

POSADA DEL 

INCA PUNO 

 

ESTUDIOS DE 

MAESTRIA Y 

DOCTORADO 

EN 

EDUCACION 
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Fuente: tabla realizada por el investigador 
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Anexo 5. Declaración jurada de autenticidad de tesis 
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Anexo 6. Autorización de depósito de tesis en el Repositorio Institucional 
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